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CAPÍTULO 1

Las políticas alimentarias y la 
politización de la alimentación: la 
experiencia latinoamericana 

Catia Grisa, Paulo Niederle, Stéphane Guéneau, Jean-François Le Coq, 
Clara Craviotti, Graciela Borrás, Daniel Campos Ruiz Diaz, Héctor Ávila-Sánchez, 
Sandrine Freguin-Gresh, Junior Miranda Scheuer, Jorge Albarracin

Introducción
La politización de las cuestiones alimentarias no es un fenómeno reciente en 
América Latina. De hecho, a lo largo del siglo XX, el acceso a los alimentos 
se planteó como uno de los problemas públicos más importantes de la región, 
convirtiéndose incluso en el desencadenante de cambios paradigmáticos en 
los modelos de desarrollo que orientaban la acción estatal (Gilardon, 2016; 
Barquera, Rivera-Dommarco y Gasca-Garcia, 2001; Linhares y Silva, 1979; 
Linhares, 1979). Sin embargo, como se ha verificado en otras partes del mundo, 
actualmente este fenómeno revela nuevas dinámicas (Fouilleux y Michel, 2020; 
Portilho, 2020). La principal novedad es la proliferación de entendimientos 
sobre las razones que hacen de la alimentación uno de los principales problemas 
públicos contemporáneos. Al tema del hambre, que ha predominado a lo largo 
de la historia de América Latina y que ha vuelto a la agenda debido a la crisis 
económica, agravada por la reciente pandemia, se suman ahora discusiones que 
vinculan las prácticas alimentarias con temas de salud, soberanía alimentaria, 
derechos a la alimentación, el patrimonio cultural, la sociobiodiversidad y el 
cambio climático (Swinburn et al. 2019). Además, la politización se manifiesta 
no solo en el ámbito de la producción (Molina, García y Casado, 2017) y la esfera 
pública (Fouilleux y Michel, 2020), sino que incluye cada vez más el consumo y 
la esfera privada (Portilho, 2020; Tanaka y Portilho, 2019).

La multiplicación de las comprensiones sobre el lugar de la alimentación, 
como práctica organizadora de diferentes dimensiones de la vida social, se refleja 
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en las disputas entre los actores que participan en la construcción de las polí-
ticas alimentarias1 (Fouilleux y Michel, 2020). De acuerdo a la manera como 
interpreten y jerarquicen los problemas públicos, los actores proyectan soluciones 
diferentes, proponen y justifican instrumentos de política pública que no tienen 
objetivos comunes y, muchas veces, terminan presentando efectos contradicto-
rios: el crédito a la producción de granos lleva a un mayor consumo de alimentos 
ultraprocesados, agravando los problemas de salud; el apoyo a la exportación de 
carne fomenta el avance de la ganadería en zonas de preservación ambiental; los 
subsidios a la industria de plaguicidas provocan efectos ambientales y sanitarios; 
etc.

Existen numerosas particularidades en la forma en que se expresa la politiza-
ción de los alimentos en cada territorio. Sin embargo, los capítulos que componen 
este libro también revelan que los países latinoamericanos comparten una serie 
de similitudes tanto en la dinámica de los sistemas alimentarios como en el perfil 
de las políticas creadas para responder a los problemas identificados. Este capí-
tulo inicial, presenta una interpretación del proceso de institucionalización de las 
políticas alimentarias en América Latina que supera la barrera analítica impuesta 
por las fronteras nacionales. A partir del conocimiento que ofrecen los capítulos 
deste libro sobre la realidad de cada país y de las discusiones mantenidas por el 
equipo de investigación, proponemos aquí una lectura que agrega los diferentes 
procesos de construcción de políticas públicas e instrumentos asociados según 
el grado de adhesión que tienen a un “referencial de política pública” (Jobert y 
Muller, 1987; Muller, 2019). Esta interpretación se basa en un diálogo con dos 
corrientes del pensamiento social contemporáneo sobre el análisis de las políticas 
públicas. Por un lado, el llamado “enfoque cognitivo” nos presta el concepto de 
“referencial de políticas públicas”, que manifiesta las ideas negociadas, selecciona-
das, acordadas e institucionalizadas en las políticas públicas (Fouilleux y Michel, 
2020; Fouilleux y Jobert, 2017; Fouilleux, 2011; Muller, 2019). Por otro lado, 
el neoinstitucionalismo histórico y sociológico aporta los elementos conceptuales 
para entender la producción de estos referenciales como el resultado de las estra-
tegias, la cooperación y el conflicto entre diferentes actores y coaliciones políticas 
(Mahoney y Thelen, 2010; Fligstein y McAdam, 2011). Desde estas perspectivas, 
entendemos el Estado como un espacio político e institucional permeable a las 

1 Por medio de las políticas alimentarias, los Estados influyen en la forma en que se producen, 
procesan, distribuyen y consumen los alimentos; se organizan estructuras y arreglos políticos para 
el suministro de alimentos; y se definen sus formas de gobernanza (Lang, Barling y Caraher, 2009). 
Así definidas, las acciones y políticas alimentarias (o su ausencia) repercuten en la agricultura, la 
salud, la nutrición y el desarrollo local, territorial y nacional.
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presiones y demandas de diferentes actores, del que parten políticas públicas con 
referenciales diversos y muchas veces contradictorios. 

Este trabajo analítico pretende dar sentido a los cambios que se están 
produciendo en las políticas alimentarias en América Latina, tratando de 
responder a las siguientes preguntas ¿Cuáles son los procesos de construcción e 
institucionalización de las políticas alimentarias en América Latina? ¿Quiénes son 
los actores que están detrás de ellos y las ideas que defienden estos actores? Y por 
último, ¿constituyen estas políticas alimentarias nuevos vectores de cambio en los 
sistemas alimentarios para una mayor sostenibilidad e inclusión entre el mundo 
urbano y el rural? 

El capítulo está organizado en cuatro secciones, además de esta introducción. 
La siguiente sección presenta brevemente el modelo analítico que guía 
nuestras reflexiones sobre la producción de políticas públicas. A continuación, 
identificamos los principales referenciales de política alimentaria presentes en 
América Latina, construidos por distintos actores e ideas y que se manifiestan en 
diferentes instrumentos. La sección siguiente analiza cómo las políticas públicas 
orientadas por estos referenciales han sido defendidas/fortalecidas o desafiadas/
desmanteladas por las acciones de los actores/coaliciones que disputan el control 
de los sistemas alimentarios. 

El modelo de análisis de las políticas 
alimentarias en América Latina
El elemento central de nuestro marco analítico (Figura 1) es la política pública, 
entendida como un conjunto de acciones construidas e implementadas por el 
Estado en la interfaz con la sociedad, con un grado variable de participación y 
poder de ambos (Sabatier y Jenkins-Smith, 1999; Kingdon, 1984). Según los 
planteamientos de la sociología de la acción pública, entendemos las políticas 
públicas no solo como dispositivos instituidos para resolver un determinado 
problema público, sino también, y sobre todo, como procesos de interpretación y 
construcción social de la realidad (Lascoumes y Le Galès, 2012). 

Más concretamente, el punto de partida de nuestro análisis es la identificación 
de las políticas públicas que, a lo largo de las dos últimas décadas, se han propuesto 
generar innovaciones que cambien las prácticas de producción, procesamiento, 
distribución, suministro y consumo de alimentos y tratamiento de los desechos. 
Estas políticas públicas se analizarán principalmente a partir de sus referenciales, 
que están vinculados a diferentes actores, ideas e instrumentos. En efecto, según 
el enfoque cognitivo del análisis de las políticas públicas, cada política implica la 
definición de objetivos que se definen a partir de una representación del problema, 
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sus consecuencias y las posibles soluciones para resolverlo. La definición de 
una política pública se basa siempre en una representación de la realidad que 
constituye el referencial de esa política (Muller, 2019). Siguiendo a Fouilleux y 
Michel (2020), Fouilleux y Jobert (2017) y Fouilleux (2003), entendemos los 
“referenciales de las políticas alimentarias” como la institucionalización de ideas e 
interpretaciones sobre los problemas alimentarios. El referencial es “una fotografía 
de la política en un momento determinado”, que expresa su organización, sus 
objetivos y su imagen (Fouilleux, 2003, p.43).

La construcción de cada referencial implica una negociación permanente entre 
coaliciones políticas, y es susceptible de inclusiones, recortes y transformaciones 
en función de los cambios en las relaciones de poder y en los objetivos políticos 
de los diferentes actores involucrados en la construcción de las políticas públicas. 
Así, un conjunto de ideas, producto de controversias e hibridaciones, constituye 
un referencial estabilizado e institucionalizado por medio de la difusión de 
representaciones compartidas (Fouilleux, 2000; Fouilleux y Jobert, 2017).

Figura 1. Elementos y dinámica del marco analítico 
para el análisis de la política alimentaria.

Fuente: elaborado por los autores.

La identificación de los referenciales de las políticas alimentarias en América 
Latina requiere prestar atención no solo a los problemas a tratar, sino también a 
variables como los valores que influyen en el posicionamiento de los actores en la 
construcción de los problemas públicos y las soluciones, y las normas que guían 
la acción pública (Muller, 1995). El concepto de referencial incluye, pues, las 
representaciones del mundo y los medios de actuación sobre el mundo. Los valores 
pueden definirse como las representaciones fundamentales de lo que es correcto o 
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incorrecto, deseable o rechazable; definen un marco global para la acción pública. 
Las normas son las diferencias entre lo real percibido y lo real deseado; definen los 
principios de actuación, es decir, lo que debe hacerse para alcanzar una situación 
deseada. Cada referencial orienta el desarrollo de instrumentos específicos de 
política pública, que pueden definirse como los dispositivos sociotécnicos que 
organizan las relaciones sociales entre el Estado y los destinatarios de las políticas 
(Lascoumes y Le Galès, 2012). 

A continuación, el análisis se ha movido en las direcciones precedente y sub-
secuente de la institucionalización de las políticas. En la dirección precedente, 
intentamos identificar el proceso político de construcción de los referenciales. En 
este sentido, interesa conocer cuáles eran los espacios de negociación y las rela-
ciones de poder, cómo se conformaban como arenas públicas regidas por reglas 
y jerarquías (Fouilleux, 2000). También identificamos a los actores políticos que 
disputan la construcción de los referenciales que guían las políticas públicas, 
sus interpretaciones del mundo y la posición relacional de los actores políticos. 
En este sentido, la investigación se centró en las relaciones entre actores colecti-
vos estatales (ministerios, departamentos, municipios, universidades, etc.) y no 
gubernamentales (movimientos sociales, sindicatos, ONG, empresas, etc.) en la 
producción de cambios en las políticas alimentarias. 

Para potenciar sus estrategias y reforzar sus posiciones en la arena pública, 
los actores crean coaliciones que les permiten compartir recursos materiales y 
simbólicos (significados e identidades) (Fligstein y McAdam, 2011). El acceso a 
estos recursos no es equitativo dentro de las coaliciones, de modo que hay, por 
ejemplo, dominantes y dominados entre los dominantes, así como dominantes 
y dominados entre los dominados. Además, el uso estratégico de los recursos 
no debe confundirse con una acción puramente racional o instrumental. Las 
elecciones están impregnadas de intereses políticos, concepciones morales y 
expectativas ficticias (Mahoney y Thelen, 2010). Además, cuanto más se utiliza 
un recurso, mayor puede ser la dependencia del actor con respecto a él, sobre 
todo si hablamos de la gestión de identidades y significados, lo que crea límites 
a la circulación de los actores en el ámbito público. Como muestra la literatura, 
en la medida en que una organización adopta, por ejemplo, el agronegocio como 
identidad política, y otra define la agroecología como significante de sus prácticas, 
el diálogo entre ellas se hace más difícil (Sabourin, Craviotti y Milhorance, 2020; 
Niederle y Wesz Jr.)

En la análisis de la fase subsecuente de la institucionalización de las 
políticas, la atención se centra, por un lado, en su papel asignador en términos de 
redistribución de los recursos que los actores tienen a su disposición para actuar y, 
por otro, en su papel autoritario y legitimador, en la medida en que las políticas 
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también actúan como fuerzas institucionales que favorecen o bloquean el uso 
de determinados recursos, incluyendo también las identidades y los significados. 
Un ejemplo de ello es el hecho de que algunos Estados han añadido oficialmente 
términos como “soberanía” o “campesino” para dar nuevos significados a las 
nociones de “seguridad alimentaria” y “agricultura familiar”, respectivamente. Al 
hacerlo, no solo explicitan un referencial para la acción pública, sino que también 
legitiman y fortalecen la posición de ciertos actores (en este caso, los movimientos 
sociales campesinos) en las arenas públicas (que siempre es susceptible de juegos 
y relaciones de poder). 

Las políticas públicas llevan consigo el supuesto de que son capaces de producir 
innovaciones políticas que repercutirán en cambios técnicos, organizativos e 
institucionales que, a su vez, tendrán efectos en la reestructuración de las arenas 
públicas (posición de los actores, recomposición de las coaliciones, alteración de 
las jerarquías). De hecho, esto es lo que los actores más desfavorecidos esperaran de 
las políticas públicas. Sin embargo, en el curso de las disputas políticas, los actores 
dominantes pueden no solo bloquear la construcción de la política, sino también 
subvertir su lógica para que garantice el mantenimiento de sus posiciones relativas 
de poder. Esto no significa que no se produzcan innovaciones o cambios, sino 
que estos no crearán fisuras en la estructura institucional que define las jerarquías 
sociales y económicas. Un ejemplo de ello sería la reorientación de la política de 
agroecología para favorecer el control del mercado de orgánicos por parte de los 
actores dominantes del sistema alimentario (Fouilleux y Michel, 2020).

Por último, es importante tener en cuenta que la dinámica de cualquier 
política siempre se verá afectada por los cambios en otros ámbitos sociales, de 
modo que las políticas pueden verse reforzadas, bloqueadas o reorientadas debido 
a acontecimientos que no implican directamente a los actores que participaron 
con más fuerza en su construcción o aplicación. La injerencia de otros ámbitos 
puede percibirse a través de cambios incrementales en las políticas, cuando, por 
ejemplo, el Ministerio de Hacienda reduce los recursos o el Banco Central sube 
la tasa de interés; o en choques bruscos cuando, en determinadas circunstancias, 
las presiones externas producen rupturas importantes que pueden comprometer 
la propia existencia de la política. 

La aparición de choques, la aparición de choques externos que provocan cam-
bios bruscos ha sido recurrente en América Latina. Algunos analistas comparan 
el escenario institucional de muchos países latinoamericanos con una “tormenta 
perfecta”, es decir, cuando un evento desfavorable se agrava dramáticamente por 
la ocurrencia de una rara combinación de circunstancias, convirtiéndose en un 
desastre (Levitsky y Ziblatt, 2018). Los principales acontecimientos de esta con-
fluencia de crisis son las rupturas políticas asociadas a la destitución de gobiernos; 
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la vulnerabilidad fiscal de los Estados como consecuencia de la fluctuación de las 
materias primas agrícolas en los mercados internacionales; el fracaso de los siste-
mas de protección social y la explosión del desempleo y la pobreza; el impacto 
de los acontecimientos climáticos relacionados con el aumento de la devastación 
medioambiental y, por último, el agravamiento de todos esos factores por la pan-
demia de Covid-19.

Los referenciales de las políticas 
alimentarias en América Latina
A lo largo del tiempo, se han añadido diferentes diseños y objetivos a las políticas 
alimentarias creadas por los países latinoamericanos. Esto se debe, entre otras 
cosas, a la aparición de nuevos referenciales que guían la actuación de los Estados. 
A partir de los ejemplos recopilados en los otros capítulos de este libro y de otros 
estudios, identificamos ocho referenciales de políticas públicas que orientan la 
acción de los Estados latinoamericanos, algunos de los cuales, aunque organiza-
dos por un mismo conjunto de ideas e interpretaciones, presentan diferenciacio-
nes internas (lo que llamamos “subreferenciales”). Siguiendo nuestro marco analí-
tico, estos referenciales se definieron a partir de la identificación de los problemas 
públicos que enfocan y las soluciones que sugieren para resolverlos; los valores y 
normas asociados a la creación social de estos problemas y soluciones; los esla-
bones del sistema alimentario en los que intervienen (producción, distribución, 
consumo); el papel principal que se confiere al Estado y el tipo de categoría social 
que se privilegia (Cuadro 1). Estos referenciales se toman como “tipos ideales” y 
es posible, en muchas políticas públicas, observar matices o articulaciones entre 
dos o más referenciales. 

El referencial alimentos por el mercado se basa en la interpretación liberal 
de que la oferta debe organizarse a escala mundial, aprovechando la eficiencia 
colectiva supuestamente generada por las ventajas comparativas de cada país. 
Reclamado por los actores políticos que critican las “distorsiones” que produce 
la intervención del Estado en los mercados −al tiempo que succiona recursos 
públicos para aumentar sus ventajas comparativas (Bonanno, 2019)−, este 
marco supone que, siempre que se den las condiciones para el libre comercio, la 
competencia global garantizaría la disponibilidad de alimentos a un precio óptimo 
(es decir, Pareto Eficiente). Desde finales de los años 70, el Banco Mundial, el 
Fondo Monetario Internacional (FMI), la Organización Mundial del Comercio 
(OMC) y otras organizaciones neoliberales fueron los principales responsables de 
la difusión de este referencial. Las políticas de ajuste estructural impuestas a los 
países en desarrollo endeudados propugnaban la liberalización de las economías 
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Cuadro 01 - Referenciales y subreferenciales de las políticas alimentarias en América Latina y sus principales elementos

Referencial Subreferencial
Elementos constitutivos de los referenciales

Posicionamiento en relación a las cuestiones del sistema 
agroalimentario El papel del 

Estado
Valores Normas Producción Tipo de circuito Consumo

Alimentación por el mercado (o 
liberal)

Neoliberal
Suministro de alimentos regulado por el 
libre mercado

Ventajas comparativas 
de cada país 

Gran distribución/ 
mercado 
convencional

X
Regulación 
del mercado

Suministro urbano de alimentos
Centralización, poder 
estatal

Organización de la distribución de 
alimentos controlada y organizada 
centralmente por el Estado

X

Rutas específicas 
gestionadas o 
apoyadas por el 
Estado

X
Organizar la 
oferta

Productivista

Productivista 
a partir del 
agronegocio 

Técnico-comercial

Aplicación del paquete tecnológico de la 
revolución verde (agricultura intensiva y 
mecanizada) para producir más alimentos 
para la creciente población del planeta

Aumento de la 
producción del 
agronegocio

X X
Impulsar la 
producción

Productivista 
a partir de la 
agricultura familiar 

Imitar el modelo agroindustrial para 
"modernizar" la agricultura familiar y 
producir más alimentos (adoptar técnicas y 
formas de gestión empresarial intensivas y 
mecanizadas)

Aumento de la 
producción de la 
agricultura familiar

X X
Impulsar la 
producción

Socioasistencialismo alimentar Acceso a los alimentos 
Distribuir alimentos  a poblaciones con 
inseguridad alimentaria 

X
Circuito específico 
controlado por el 
estado

Acceso a los 
alimentos

Donar 
alimentos

Alimentación 
técnica

Nutricionista

Salud pública 
(alimentación terapéutica)

Apoyar el suministro de alimentos 
nutritivos 

X X

Mejorar la 
dieta mediante 
una nutrición 
equilibrada, sin 
carencias

Control de 
la calidad 
técnica 
de los 
alimentos

Higienista
Garantizar el suministro de alimentos 
seguros

Garantizar inocuidad 
Inocuidad en 
la cadena de 
suministro

Garantizar 
inocuidad

Control de 
la seguridad 
de los 
productos 
alimenticios
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Referencial Subreferencial
Elementos constitutivos de los referenciales

Posicionamiento en relación a las cuestiones del sistema 
agroalimentario El papel del 

Estado
Valores Normas Producción Tipo de circuito Consumo

Soberanía 
y seguridad 
alimentaria

Autonomía 
alimentaria

Derecho soberano de 
los pueblos a definir 
sus políticas y prácticas 
alimentarias.

Relocalización del suministro de alimentos, 
basada en la organización de los territorios 
y las comunidades rurales

Producción local/
producción familiar/
producción 
relocalizada 

Circuitos cortos
Consumo de 
productos 
locales 

Valorar la 
producción 
del país/
territorio 

Patrimonial
Rescate y valorización de prácticas, 
productos, ingredientes, procesos y 
conocimientos alimentarios

Producción local y 
tradicional 

Circuitos locales
Alimentos 
y recetas 
tradicionales

Valorar las 
identidades

Gastronómico
Gastronomía de las prácticas culinarias 
populares locales

Producción local/
tradicional/sostenible

Circuitos cortos

Alimentos 
y recetas 
tradicionales/
locales, éticas y 
sostenibles

Valorar la 
comida 
como un 
hecho social 
total

Alimentación ambientalizada
Límites planetarios

Producción y consumo de alimentos 
(dietas) teniendo en cuenta los recursos 
naturales limitados 

Agricultura de bajo 
impacto ambiental

Variable 
dependiente de la 
política

Reducción de 
residuos, dietas 
saludables y 
sostenibles 

Proteger 
el medio 
ambiente 
para 
garantizar 
la seguridad 
alimentaria 
en el futuro

Integrador
Sostenibilidad, integración 
y resiliencia 

Transformación profunda de los sistemas 
alimentarios actuales en sistemas 
alimentarios sostenibles, integrados y 
resilientes  que puedan proporcionar 
alimentos sanos, seguros, suficientes y 
respetuosos con el medio ambiente. 

Producción de la 
agricultura familiar, 
tradicional , justa y 
sostenible 

Integración 
de mercados 
sostenibles 

Consumo 
adecuado, 
saludable, 
sostenible y 
responsable 

Creación 
de políticas 
alimentarias 
integradas

Fuente: Elaborado por los autores.
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y el comercio como la principal hoja de ruta a seguir, lo que llevó a un cambio 
de escala en la definición de los problemas de seguridad alimentaria mundial, 
pasando de un enfoque nacional a otro a nivel global (y, al mismo tiempo, nivel 
micro, de los individuos). La principal orientación para abordar el problema 
del hambre era el supuesto crecimiento económico, con sus repercusiones en 
términos de reducción de la pobreza (Jarosz, 2011). Así, las políticas públicas 
se encargarían de la regulación macroeconómica, dejando el protagonismo a 
las grandes corporaciones y redes de distribución en el “suministro global de 
alimentos” (McMichael, 2016). 

En diferentes grados y configuraciones, este referencial estuvo presente en la 
gran mayoría de los países latinoamericanos, ya sea durante el siglo XIX y principios 
del XX, o con la institucionalización de las medidas e instrumentos neoliberales 
desde la década de 1990. A diferencia de otros referenciales institucionalizados 
en programas específicos, este referencial se manifiesta principalmente en los 
acuerdos o tratados comerciales y en otros instrumentos normativos, medidas y 
directrices generales.

Construidos por actores políticos y gubernamentales identificados con las 
ideas neoliberales y demandados por corporaciones y sectores productivos com-
petitivos en los mercados internacionales, los tratados de libre comercio de ali-
mentos en México, Chile, Colombia, Perú y Republica Dominicana, entre otros, 
ilustran este referencial (Maldonado, 2016, Baca, 2014). En gran medida, los 
tratados de liberalización se establecieron a partir de la interpretación de sus bene-
ficios en términos de ampliación de los mercados agrícolas para los agricultores 
y los segmentos de producción; los beneficios de la competitividad de los precios 
para los consumidores, que también podrían disfrutar de una mayor diversidad 
de alimentos; y los rendimientos económicos en términos de generación de divi-
sas e ingresos (Baca, 2014). En el caso de México, dichos tratados comenzaron 
con el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) en 1994 −que 
incluye acuerdos bilaterales entre México y Estados Unidos, Estados Unidos y 
Canadá, y México y Canadá−, a los que pronto siguieron otros con diferentes 
grados de apertura y condiciones arancelarias (CEDRSSA, 2015; Baca, 2014). 
Aunque revisados y reajustados a lo largo del tiempo, dichos Tratados (princi-
palmente el TLCAN) han sido cuestionados, especialmente por los movimientos 
campesinos y las organizaciones que defienden la soberanía alimentaria, debido a 
la agudización de la desigualdad y los cambios productivos y alimentarios provo-
cados (González, 2019; Baca, 2014). Según González (2019), antes del TLCAN, 
México era autosuficiente en maíz, frijoles, arroz y otros productos básicos, y 
ahora depende de las importaciones de Estados Unidos: el 85% del trigo, el 
73,7% del arroz y el 38% del maíz consumido provienen de ese país. 
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Otras políticas que encajan en este referencial son las que guiaron las reformas 
estatales dirigidas a la privatización, las regulaciones específicas, la reducción de 
la intervención estatal y el libre mercado. Las políticas alimentarias en Nicaragua, 
discutidas por Freguin-Gresh y Cortes (capítulo 4, en este libro), ilustran tales 
acciones. Según las autoras, hasta finales de los años 70, y definidas por la élite 
agraria y la oligarquía comercial, las políticas alimentarias se limitaban a apoyar 
la producción para el mercado exterior (algodón, café, plátanos, ganado, etc.), y a 
regular los aspectos sanitarios de la producción, la comercialización y el consumo 
(sanidad animal y vegetal). Aunque en los años 80 se produjeron importantes 
cambios políticos, en la década siguiente las perspectivas liberales volvieron 
al poder dando prioridad a la estabilidad macroeconómica, la liberalización 
del comercio, la privatización de empresas y la reconstrucción de una red de 
comerciantes y cadenas de distribución de bienes y servicios privados. Presionado 
por los acontecimientos y organismos internacionales y por las articulaciones 
de la sociedad civil y los parlamentarios sandinistas, a partir de principios de la 
década de 2000 el gobierno comenzó a esbozar algunas políticas alimentarias, en 
particular dirigidas a mejorar la nutrición de los niños y los escolares. 

El referencial del suministro urbano de alimentos ganó terreno sobre todo en 
la segunda mitad del siglo XX debido a los retos que plantea el suministro de 
alimentos en las grandes ciudades. A diferencia del referencial alimentación por el 
mercado, este referencial se basa en el poder del Estado y su capacidad de plani-
ficación, y establece como principio de acción la necesidad de organizar la dis-
tribución de alimentos de forma centralizada. En concreto, este referencial se 
materializa en un conjunto de acciones gubernamentales que buscan asegurar 
el abastecimiento de alimentos en los espacios urbanos mediante la creación de 
estructuras administradas o apoyadas por el Estado. Sus instrumentos se cen-
tran, sobre todo, en la organización del suministro de alimentos para satisfacer la 
demanda del sector de los servicios y el consumo privado.

Los mercados y las centrales de abasto de América Latina son casos 
emblemáticos en este sentido. Alentadas por la FAO e impulsadas en los años 
60 y 70 por las experiencias francesa y española, estas estructuras organizadas 
o apoyadas por los Estados buscan ofrecer una amplia variedad de alimentos 
frescos, no necesariamente vinculados al territorio y a la cultura local, a través 
de la articulación de una amplia gama de actores económicos, especialmente 
intermediarios y agentes comerciales (Cunha, 2014). Según la FAO y la Federación 
Latinoamericana de Mercados de Abastecimiento-Flama (2020), existen casi 300 
mercados de abastecimiento en América Latina, con diferentes formatos, tamaños, 
dinámicas y relaciones con los Estados. Estos mercados tienen funciones que van 
más allá de la “simple comercialización de productos agrícolas”, convirtiéndose 
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en “verdaderas autoridades alimentarias” en la medida en que pueden regular la 
oferta pública, democratizar la información sobre los precios y la calidad de los 
alimentos, contribuir al control sanitario, reducir las pérdidas y el desperdicio, y 
otras acciones de seguridad alimentaria (FAO y Flama, 2020). 

Como complemento de los mercados y centros de abastecimiento, se 
observa, desde el período colonial, el fomento de las ferias libres (Andrade, 2017; 
Tejada, 2013; Linhares, 1979). Estas iniciativas asumen diferentes intensidades 
y configuraciones, desde las caracterizadas por la presencia de intermediarios y 
productos que circulan por medio de largas cadenas, hasta las marcadas por los 
circuitos de proximidad, la presencia de agricultores familiares y campesinos, 
y la promoción de la agroecología y la agricultura urbana. En estos casos, las 
ferias responden a las demandas de abastecimiento urbano y también pueden 
estar relacionadas con otras cuestiones, como la preocupación por la seguridad 
alimentaria y nutricional, las cuestiones medioambientales, la promoción y 
comercialización de los productos de la agricultura familiar y el fortalecimiento 
de los territorios, presentando interfaces con otros referenciales que se comentan 
a continuación. 

Según el Observatorio de Ferias Libres (2013, p. 6), en 2011 Chile contaba 
con 933 ferias libres, que “abastecen el 70% del mercado de frutas y verduras 
y el 30% del mercado de pescado (...), lo que indica la gran importancia del 
canal tanto para la seguridad alimentaria como para los ingresos de los pequeños 
productores y pescadores”. Dada esta importancia, el gobierno chileno y varias 
municipalidades han estado movilizando un conjunto de acciones para promover 
estos mercados, como el Fondo de Desarrollo de Ferias Libres, el Registro de 
Ferias Libres y las iniciativas de digitalización. Siguiendo el ejemplo de Chile, 
varios otros gobiernos nacionales, regionales o municipales han establecido 
acciones similares (Ríos y Wesz Junior, 2020; Parrado Barbosa y Molina Ochoa, 
2014).

Anclado en el imaginario técnico-mercantil creado por la modernización de 
la agricultura en los años sesenta y setenta, el referencial productivista interpreta el 
problema de la seguridad alimentaria como resultado de la escasez de alimentos 
frente al crecimiento de la población mundial. Desde esta perspectiva, el pro-
blema del hambre debería resolverse principalmente aumentando la oferta de 
alimentos. Aunque este referencial ha perdido fuerza desde la década de 1980 
debido a la disponibilidad de alimentos suficientes para satisfacer la demanda 
mundial −salvo en áreas específicas como zonas de conflicto o de difícil acceso−, 
la crisis alimentaria de 2007-8 revigorizó la interpretación, reforzando el aumento 
de la producción agrícola como objetivo de muchas políticas alimentarias en la 
escena internacional (Fouilleux, Bricas y Alpha, 2017).
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Con políticas fundamentalmente orientadas a la promoción del sector agrí-
cola (agricultores e industrias anteriores y posteriores a la agricultura), este refe-
rencial puede diferenciarse en dos subreferenciales: productivista a partir del agro-
negocio y productivista a partir de la agricultura familiar. Compartiendo ideas e 
interpretaciones del mundo y, en varios contextos, superponiéndose al referencial 
alimentación por el mercado, el subreferencial productivista a partir del agronegocio 
se basa en medidas centradas en el aumento de la producción, la competitividad 
y, a menudo, con el mercado global como perspectiva. Los argumentos neomal-
tusianos de escasez de alimentos están en el centro de la construcción discursiva 
de este referencial (Fouilleux, Bricas y Alpha, 2017), que puede desencadenar 
diversos instrumentos de política agrícola (crédito rural, investigación agrícola, 
difusión de innovaciones tecnológicas, asistencia técnica, garantía de precios, 
seguros agrícolas, etc.).

El crédito rural en Brasil es un ejemplo de ello. Instituido desde 1965 y 
constituyendo la principal política agrícola en términos de recursos aplicados, 
este instrumento ofrece posibilidades de financiación de costos e inversiones 
para diversos productos y actividades agrícolas, con condiciones de crédito 
subvencionadas. Cada año, en respuesta a los intereses de las organizaciones 
representativas del sector y a las interpretaciones del desarrollo agrícola por 
parte de los actores gubernamentales y políticos, el Gobierno Federal anuncia 
más recursos financieros y condiciones especiales para impulsar la producción, 
especialmente de los medianos y grandes productores, y seguir batiendo récords 
de producción y exportación agrícola. Según Wesz Junior y Grisa (2017), casi el 
80% del crédito de costos en 2015 se dirigió a la soja, el maíz, el café y la caña 
de azúcar, recibiendo la soja más del 40% de los recursos.  Según los autores, las 
características de esta política “indican la permanencia de un estilo de intervención 
estatal que alimenta un modelo de desarrollo agroexportador, que se guía por la 
demanda y se mantiene como proveedor de materias primas” (Wesz Jr. y Grisa, 
2017, p. 103).

El programa “Cambio Rural” en Argentina es otro ejemplo. Respaldado por 
organismos internacionales y organizaciones del gobierno federal relacionadas 
con la agricultura, el Programa fue creado en 1993 en un contexto de apertura 
comercial y economías globalizadas, orientado a la “reconversión productiva” a 
través del aumento de la productividad y el valor agregado, la diversificación agraria 
y el cambio hacia cultivos con mayor rentabilidad (Taraborrelli, 2017). Dirigido 
a “productores capitalizados, cuyo tamaño y organización les permitía resolver 
sus problemas con el apoyo del Estado (...), el programa consistía en la asistencia 
técnica a los productores con el objetivo de modificar su estructura productiva y 
capacidad empresarial, así como facilitar la vinculación con diferentes fuentes de 
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financiamiento” (Taraborrelli, 2017, p. 168).2 En la década del 2000, debido al 
reconocimiento político e institucional de la agricultura familiar, Cambio Rural se 
reestructuró bajo el nombre de “Cambio Rural, innovación e inversión (Cambio 
Rural II)”, enfocándose en las pequeñas y medianas empresas agroalimentarias 
y agroindustriales, cooperativas y agricultores familiares capitalizados y/o con 
posibilidades de capitalización, para contemplar el desarrollo integral del territorio 
(Patrouilleau, Taraborrelli y Alonso, 2018). Sin embargo, los cambios políticos de 
2016, con el inicio de un nuevo gobierno más cercano a la ideología neoliberal, 
hicieron retroceder la propuesta de reconversión productiva e incorporación 
tecnológica, con un sesgo productivista y comercial, y enfocada a agricultores 
más consolidados (Jara et al., 2019; Patrouilleau, Taraborelli y Alonso, 2018). 

A su vez, el subreferencial productivista a partir de la agricultura familiar 
surgió en la década de 1990/2000 como resultado de las acciones de diversos 
movimientos sociales y sindicales de los agricultores familiares y campesinos y/o 
de las burocracias gubernamentales, considerando la importancia de esta categoría 
social en el abastecimiento de alimentos y la producción de alimentos básicos 
a bajo costo (frente a la pesadilla latinoamericana de la inflación alimentaria). 
Evidenciando el trato desigual históricamente conferido por el Estado a la pequeña 
producción, no pocas veces las políticas públicas orientadas por este subreferencial 
buscan imitar las políticas productivistas dirigidas al sector agroindustrial o a los 
grandes establecimientos agrícolas, privilegiando el aumento de la producción y la 
productividad agrícola. Al igual que en el caso de la agroindustria, estas políticas 
activan instrumentos que impregnan el crédito rural, las garantías de precios, los 
seguros de producción, la asistencia técnica y la extensión rural, y la difusión de 
tecnologías e innovaciones. 

Un ejemplo notable es el Programa Nacional de Fortalecimiento de 
la Agricultura Familiar (Pronaf ), creado en 1995 en Brasil. Dada la histórica 
marginación de esta categoría social en las acciones del Estado (incluyendo el 
crédito rural mencionado anteriormente) y las dificultades impuestas por la 
apertura comercial (Mercosur), los sindicatos de la agricultura familiar y los 
movimientos sociales comenzaron a exigir políticas agrícolas diferenciadas. En el 
contexto de estas demandas, la creación de una política crediticia que atendiera 
a sus particularidades pasó a ser fundamental. Una vez creado el programa, 
pronto empezaron a surgir estudios y evaluaciones que indicaban las dificultades 

2 A partir de la organización en grupos, Cambio Rural se planteó en tres etapas: en el primer año, 
los costos de la asistencia técnica serían absorbidos por el Estado; en el segundo año, los costos de 
los técnicos deberían ser asumidos progresivamente por los grupos de productores y otras fuentes 
de financiamiento; en el cuarto año, el grupo ya habría ganado madurez para continuar de manera 
autónoma (Taraborrelli, 2017).
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del Pronaf para romper con elementos que han marcado la trayectoria del 
crédito rural en el país: incentivos a la producción de commodities, basados en 
modelos productivos convencionales; dificultades para contemplar la diversidad 
productiva y las formas de relacionarse con la tierra y la naturaleza; y limitaciones 
para incorporar la diversidad socioeconómica de la categoría social, siendo los 
principales beneficiarios los agricultores familiares más capitalizados del sur 
de Brasil (Wesz Jr., 2020; Grisa, Wesz Jr. y Buchweitz, 2014). A pesar de estas 
críticas, el programa sigue siendo predominante en las agendas de las principales 
organizaciones sindicales de la agricultura familiar.

Otro ejemplo es el Programa de Modernización Sostenible de la Agricultura 
Tradicional (MasAgro), creado en 2010 en México. Resultado de una alianza entre 
la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación 
(SAGARPA) y el Centro Internacional de Mejoramiento de Maíz y Trigo 
(CIMMYT), el programa se estableció como un proyecto transversal de diez años. 
El Programa tiene como objetivo fortalecer la seguridad alimentaria por medio de 
la investigación, el desarrollo de capacidades y la transferencia de tecnología en el 
campo, y que los pequeños y medianos productores de maíz y trigo ubicados en 
zonas estacionales obtengan rendimientos altos y estables, aumenten sus ingresos 
y mitiguen los efectos del cambio climático en México (FAO/Sagarpa, 2012). El 
Programa opera por medio de “nodos regionales de innovación”, proporcionando 
asistencia técnica a los productores que “no tienen acceso a tecnologías modernas 
o mercados funcionales” (FAO/Sagarpa, 2012). El Programa promueve: “i) la 
generación y distribución de variedades adecuadas; ii) la adopción de tecnologías 
poscosecha más eficaces; iii) el uso de prácticas agrícolas de conservación y de 
precisión; y, iv) el desarrollo de mercados específicos de la región” (FAO/Sagarpa, 
2012). Aunque hace referencia a la seguridad alimentaria y nutricional, varios 
autores cuestionan el referencial establecido por la política pública (Martínez 
et al., 2017). Para Chapela, Menéndez y Berlanga (2015, p. 248), “dicho 
Programa retoma el esquema de paquetes tecnológicos homogéneos, basados en 
el uso de genética industrial propiedad de empresas de semillas, fertilizantes y 
agroquímicos”. Asimismo, Sierra (2018, p. 04) afirma que se trata de una “nueva 
versión de la Revolución Verde”, constituida en un contexto neoliberal marcado 
por la alianza público-privada y en un momento en el que se destacan los impactos 
negativos de la agricultura intensiva sobre el medio ambiente. 

Algunas imágenes dan un sentido inmediato a los problemas alimentarios, 
sin pasar por un largo trabajo discursivo. Es el caso de las imágenes, impactantes 
para la opinión pública, de niños en estado de desnutrición, que son notables 
vectores implícitos de los valores y normas que constituyen el referencial que 
llamamos socioasistencialismo alimentario. A diferencia del referencial anterior, 
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el problema del hambre en el mundo ya no se enfoca como una cuestión de 
insuficiencia alimentaria global, sino como una cuestión de acceso limitado a los 
alimentos para determinadas categorías de población. Así, por medio de ciertos 
principios fundamentales consagrados en el Derecho a la Alimentación3, este refe-
rencial establece el acceso a la alimentación de las poblaciones más vulnerables 
como norma fundamental de la acción pública. Se moviliza especialmente en 
contextos y/o momentos de crisis económica, social o política, o incluso como 
resultado de acontecimientos inesperados que comprometen el acceso a los ingre-
sos, como ha ocurrido desde el inicio de la crisis de COVID 19 (Gurgel et al., 
2020). En general, las políticas públicas orientadas por este referencial se centran 
en circuitos específicos de distribución de alimentos controlados u organizados 
por el Estado, incluyendo instrumentos como la distribución de alimentos, las 
cestas de alimentos, las transferencias de efectivo para la compra de alimentos, 
los comedores populares y comunitarios y los comedores escolares4. El objetivo 
principal es responder rápidamente a los problemas de inseguridad alimenta-
ria grave (falta de alimentos) garantizando el acceso a los alimentos básicos, de 
forma gratuita o subvencionada. Aunque son fundamentales dadas las situaciones 
alimentarias urgentes, no es raro que estas acciones están desarticuladas de un 
debate más amplio o de acciones complementarias para la promoción de una ali-

3 El derecho a la alimentación se ha incorporado a las constituciones nacionales de varios países 
de América Latina y el Caribe (Argentina, Brasil, Colombia, Bolivia, República Dominicana, Ecua-
dor, Nicaragua, Haití). A nivel regional, el Protocolo de San Salvador, anexo a la Convención Amer-
icana de Derechos Humanos de 1969, reconoce explícitamente el Derecho a la Alimentación como 
una disposición vinculante para los Estados que lo han ratificado (Golay y Özden, 2012). Además, 
el Parlamento Latinoamericano (entidad que agrupa a los congresos y asambleas legislativas de 23 
países de América Latina y el Caribe), sanciona en el año 2012 la primera Ley Marco denominada 
“Derecho a la Alimentación, Seguridad y Soberanía Alimentaria”, que reconoce el derecho a la 
alimentación desde una esfera supranacional, que fortalece los tratados internacionales. Esto abre la 
posibilidad de la judicialización, en caso de que dicho derecho sea vulnerado. La Ley compromete 
al estado para que “pueda cumplir con las obligaciones que le competen, en virtud de los mandatos 
incorporados en las constituciones políticas y de sus compromisos aplicados en pactos y tratados 
internacionales”.

4 Varios de estos instrumentos pueden adoptar la forma de otros marcos de política alimentaria, 
en función de su diseño y normativa. La alimentación escolar es el caso más recurrente en América 
Latina. Tal y como comenta Vasconcellos (cap. 3, en este libro) y se analiza más adelante en este 
capítulo, diversas organizaciones internacionales y experiencias nacionales han tratado de responder 
a diferentes retos alimentarios contemporáneos a través de la alimentación escolar, como la doble 
carga de la malnutrición (desnutrición y obesidad), la inclusión socioeconómica y la promoción de 
la biodiversidad y la agroecología. De forma similar a lo expuesto por Grisa, Avila y Cabral (cap. 16, 
en este libro) y Scheuer (cap. 18, en este libro), la alimentación escolar y otros mecanismos de com-
pra pública de alimentos podrían adoptar disposiciones e instrumentos normativos para abordar 
diversas cuestiones alimentarias contemporáneas. Volveremos sobre este punto más adelante.
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mentación sana y sostenible, o incluso ignoran las preocupaciones sobre el origen 
o la calidad nutricional de los alimentos.

Un ejemplo de política pública con el referencial socioasistencialismo alimen-
tario es el Plan Nacional de Seguridad Alimentaria “El Hambre Más Urgente” 
(PNSA), a partir de la sanción de la Ley 25.724 que lleva por nombre “Programa 
Nacional de Nutrición y Alimentación”, presentado en este libro por Aranguren 
et al. (cap. 9). Este Plan se institucionalizó en Argentina en 2003, como respuesta 
a la crisis económica, política y social sin precedentes desatada en el año 2001 
(Gilardón, 2016). La crisis se generó a partir de las políticas neoliberales adopta-
das en años anteriores, que produjeron el aumento de los precios de los alimentos 
en el mercado interno, la desocupación (21%) y la pobreza (que alcanzaba a 
más de la mitad de la población). Como consecuencia, el hambre y la desnutri-
ción vuelven como problemas prioritarios a resolver. El Plan “está destinado a 
cubrir los requerimientos nutricionales de los niños de hasta 14 años, las mujeres 
embarazadas, los discapacitados y los ancianos mayores de 70 años en situación 
de pobreza” (Argentina, 2003). Implementado desde el Ministerio de Desarro-
llo Social (MDS), el Plan unificó varios programas y acciones, y actualmente 
brinda asistencia alimentaria y nutricional directa (distribución de alimentos, 
ticket o tarjeta bancarias5 para comprar alimentos en los mercados), asistencia a 
comedores sociales, infantiles y comunitarios, servicios alimentarios a comedores 
(desayuno, almuerzo, cena o merienda), distribución de leche y leche fortificada 
para embarazadas y niños, y apoyo a la producción huertas para el autoconsumo 
(Aulicino y Langou, 2012). Este último apoyo se articula con el programa Pro-
Huerta del Instituto  Nacional de Tecnología Agropecuaria (INTA), que desde 
1990 promueve el acceso a una alimentación saludable, prácticas productivas 
agroecológicas para el autoabastecimiento (a nivel familiar, escolar y comunita-
rio), la educación alimentaria y la instalación de ferias y mercados alternativos 
con una mirada inclusiva de las familias productoras (Aranguren et al., cap. 9, 
en este libro). Si bien el PNSA plantea nuevos lineamientos como el derecho 
humano a la alimentación, el núcleo de la política social radicó en la asistencia 
con criterio focalizado, predominando como prestaciones principales la entrega 
directa de alimentos, el apoyo a los comedores y emprendimientos productivos de 
huertas (Carrasco y Pautassi, 2015).

5 Es importante mencionar la presencia de varios programas de transferencias monetarias que 
buscan contribuir con el acceso a la alimentación de las familias en situación de vulnerabilidad 
social en América Latina. Aunque muchos de ellos no se limitan a la compra de alimentos (el 
beneficiario puede destinar el recurso a otros fines), ni interfieren en la calidad de los alimentos 
adquiridos, estos instrumentos son importantes para minimizar la inseguridad alimentaria. Algunos 
ejemplos son el Programa Bolsa Familia en Brasil, el Programa Tarjeta Social en Uruguay y el Pro-
grama Bono Social en Guatemala. 
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Considerada durante mucho tiempo como un remedio terapéutico6, la 
alimentación ha ocupado un lugar considerable en el discurso de la salud durante 
la década de 2000. En las representaciones mentales de “comer bien”, la comida 
se asocia con la salud desde una perspectiva muy técnica (Mathé et al., 2008). 
Este referencial, que podemos calificar de alimentación técnica vinculada a la 
salud, se caracteriza por una fuerte dimensión normativa, en particular por medio 
de normas nutricionales y sanitarias muy presentes en la acción pública (que 
confrontan las prácticas alimentarias tradicionales), en particular en las zonas 
urbanas de América Latina (Martinez-Lomeli, 2020). Este referencial se divide 
en dos subreferenciales: nutricionista e higienista. 

Difundido por diversos actores −desde organizaciones de la sociedad civil, 
profesionales de la salud (sobre todo de la nutrición) e incluso segmentos de la 
industria alimentaria−, el subreferencial nutricionista se centra en los problemas de 
malnutrición o desnutrición, que se abordan a través de instrumentos centrados 
en la composición de las dietas: alimentos (bio)enriquecidos o fortificados; 
suplementos; control de la cantidad de azúcar, sodio, grasa, vitaminas y calorías. 
Aunque muchas de estas acciones son esenciales para la adecuación nutricional, la 
promoción de la salud y para informar a los consumidores, otras son cuestionadas 
por el desempeño fragmentado, simplificado y medicalizado de la producción y 
el consumo de alimentos (FBSSAN, 2016). En muchas situaciones, las políticas 
alimentarias siguen una perspectiva que, según Rocha (2020, p. 41), reduce “el 
valor nutricional de los alimentos a sus nutrientes individuales, en detrimento de 
una comprensión más amplia y de soluciones más sistémicas”. 

Un ejemplo de política alimentaria basada en este referencial es la Ley de 
Etiquetado de Alimentos de Chile (Ley N.° 20.606/2016).7 Esta ley surgió de 
las interacciones, iniciadas en 2007, entre parlamentarios y académicos que 
buscaban reaccionar ante el problema de la obesidad, la mala alimentación y las 
enfermedades asociadas (Sánchez y Silva, 2017). Superada la resistencia política 
y empresarial, entre otras medidas, la ley establece que los alimentos con azúcares 
añadidos, sodio o grasas saturadas, en proporciones que superen los límites 
establecidos por el Ministerio de Salud, deben llevar una etiqueta de advertencia en 
el frente, indicando, según el caso, el alto contenido de calorías, grasas saturadas, 
azúcares y/o sodio (Chile, Ministerio de Salud, 2018). Para Schubert y Avalos 

6 Según la célebre cita de Hipócrates (460-356 a.C.) “Que tu alimento sea tu primera medicina”.

7 El etiquetado de los alimentos es un instrumento que ha ido ganando terreno en América 
Latina como resultado de las acciones de los sectores de la salud y la protección del consumidor. 
Según el Instituto Sudamericano de Gobierno en Salud (ISAGS-Unasur, 2019), varios países ya 
cuentan con iniciativas y otros están en proceso de implementación. Como ejemplos de casos ya 
implementados, citamos a Ecuador con el modelo “semáforo”, y a Perú y Uruguay con el modelo 
octogonal (ISAGS-Unasur, 2019).
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(2020, p. 535), la Ley de Etiquetado busca “orientar la decisión del consumidor, 
informando los ingredientes presentes en los productos, sus valores nutricionales, 
ofreciendo la posibilidad de comprar de otra marca”. Además del etiquetado, la 
Ley establece que dichos productos no podrán ser comercializados ni distribuidos 
gratuitamente en las escuelas del país, ni podrán dirigir su publicidad a menores 
de 14 años (Chile, Ministerio de Salud, 2018).  Aunque la ley ha provocado 
cambios en el comportamiento de los consumidores, Schubert y Ávalos (2020) 
y Sánchez y Silva (2017) señalan que se necesitan otras acciones para enfrentar 
la desnutrición, como ofrecer alimentos alternativos, aumentar los impuestos a 
ciertos alimentos para desincentivar el consumo, subsidiar y promover el consumo 
de alimentos saludables. 

Otro ejemplo de política en este referencial es el Programa Integral de Ali-
mentación Nutricional (Pani) de Paraguay. El Pani comenzó en 2005 como Pro-
grama Nacional de Asistencia Alimentaria Nutricional (Proan) y cambió su nom-
bre en 2011. Construido y ejecutado desde el Instituto Nacional de Alimentación 
y Nutrición (INAN), vinculado al Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social, 
el Programa proporciona mensualmente suplementos nutricionales en forma de 
dos kilos de leche entera en polvo enriquecida con hierro, calcio, zinc, cobre y 
vitamina C (Zimmermann, Britez Cohene y Riquelme, cap. 19, en este libro). El 
Programa se basó en el “diagnóstico de la problemática de la desnutrición en el 
Paraguay, que se atribuye a la falta de algunos o todos los nutrientes que el orga-
nismo requiere para una adecuada nutrición” (Paraguay, UTGS, 2018, p. 3). Con 
cobertura nacional, el Programa está dirigido a niños y niñas menores de cinco 
años, mujeres embarazadas y hasta seis meses de posparto, que se encuentren en 
situación de pobreza, bajo peso, desnutrición o cualquier situación de vulnerabi-
lidad social (Paraguay, UTGS, 2018). Junto con la entrega de leche, se realizan 
mensualmente mediciones antropométricas y sensibilización “sobre prácticas de 
alimentación e higiene, que incluyen la promoción de la lactancia materna y las 
Guías Alimentarias” (Paraguay, UTGS, 2018, p. 3). Al igual que Pani, los progra-
mas de suplementación nutricional son recurrentes en América Latina, especial-
mente para el público materno-infantil8.

8 Como ejemplos, citamos también las experiencias de México con el Programa de Abastec-
imiento Social de Leche (Lincosa) y de Chile con el Programa Nacional de Alimentación Com-
plementaria y el Programa de Alimentación Complementaria del Adulto Mayor. En el caso del 
programa mexicano, una empresa con participación mayoritaria del Estado procesa la leche y la 
vende a un precio subvencionado. Toda la leche está enriquecida con hierro, zinc, ácido fólico y 
vitaminas A, C, D, B2 y B12 (Ávila-Sánchez, cap. 6, en este libro). El primer programa chileno 
consiste en la distribución de alimentos en polvo para preparar una bebida láctea instantánea a base 
de leche semidesnatada y cereales, fortificada con vitaminas y minerales; alimentos en polvo para 
preparar una sopa instantánea para lactantes, a base de cereales y legumbres, y fortificada con vita-
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Presente de forma más expresiva desde la intensificación de la urbaniza-
ción e industrialización de los países latinoamericanos (décadas de 1940/50), el 
subreferencial higienista ha ganado aún más espacio con la exacerbación de las 
preocupaciones derivadas de las crisis sanitarias (vaca loca, gripe porcina y, más 
recientemente, Covid-19). Reivindicado por los profesionales técnicos y avalado 
por las burocracias gubernamentales y los sectores industriales, este subreferencial 
se centra en la reducción de los problemas de contaminación y en la garantía de 
la seguridad alimentaria, lo que implica la proposición de normas técnicas para 
la producción, la industrialización, la distribución y la comercialización de los 
alimentos y el tratamiento de los residuos. Con el objetivo de evitar problemas de 
salud pública, este subreferencial contribuyó a “separar las ciudades del mundo 
orgánico” (Daviron et al. , 2017), agravando los procesos de artificialización, 
estandarización, cientificación y racionalización de los alimentos. Los sellos de 
conformidad, las buenas prácticas de fabricación normalizadas y los códigos sani-
tarios son algunos ejemplos de instrumentos legitimados por este subreferencial.

Para ilustrar la importancia de este referencial, citamos el artículo de Cra-
viotti (cap. 17, en este libro) que discute las dificultades y controversias para que 
la agricultura familiar argentina encaje en las normas que regulan la producción 
y comercialización de alimentos en el país. De hecho, esto no es específico de 
Argentina, sino que se repite en varios países latinoamericanos (Requier-Desjard-
ins, 1999). Según Pablo (2015, p. 13), “en América Latina el mercado de alimen-
tos implica tanto el comercio formal como el informal”. Una proporción rele-
vante de la agricultura familiar campesina pertenece al comercio informal porque 
no cumple con las normas de seguridad y calidad establecidas en la legislación 
nacional. Guiadas por los códigos alimentarios y sanitarios internacionales, estas 
legislaciones adoptan criterios estándar orientados a la industrialización a gran 
escala, la circulación de alimentos a grandes distancias y su conservación durante 
largos periodos de tiempo. Como señala Craviotti (cap. 17) y Chávez y Muller 

minas y cereales; o fórmulas con un conjunto de nutrientes para lactantes con alergia a la proteína 
de la leche de vaca (Chile, División de Control de Gestión Pública, 2020). El segundo programa 
chileno consiste en la distribución de un alimento instantáneo a base de cereales y legumbres for-
tificado con vitaminas y minerales, o una bebida láctea en polvo a base de cereales fortificada con 
vitaminas y minerales, reducida en lactosa, grasa y sodio (Chile, División de Control de Gestión 
Pública, 2020). Otro ejemplo emblemático es el de Maná Infantil, creado en el Departamento de 
Antioquia-Colombia, que proporciona leche en polvo enriquecida, galletas dulces y “bienestarina” 
(33 g) en forma de complemento alimenticio compuesto por mezclas de harina de arroz, soja y 
leche en polvo (Castro, Castaño y Correa, 2013; Montoya y Giraldo, 2012). Según Castro, Castaño 
y Correa (2013, p. 85), “Los tres productos deben ser consumidos todos los días de la semana para 
ofrecer un aporte diario de 371 kcal, 14,2 g de proteínas, 450 mg de calcio, 10,2 mg de hierro, 5,5 
mg de zinc, 0,3 mg de tiamina, 0,4 mg de riboflavina, 5,2 mg de niacina, 0,6 mg de vitamina B12 
y 108 mg de ácido fólico”. 
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(2020) para Argentina, Gazolla (2017) para Brasil, y David (2016) en Colombia, 
es frecuente que las fincas familiares y campesinas adopten prácticas de procesa-
miento artesanal basadas en saberes y sabores tradicionales, en circuitos cortos, e 
insertas en dinámicas territoriales de producción y comercialización que general-
mente se contraponen a las reglas de la producción y la comercialización indus-
trial. Mientras que el subreferencial higienista es reivindicado principalmente por 
los profesionales técnicos, las burocracias gubernamentales y el sector industrial, 
las organizaciones de la agricultura familiar y de los campesinos, así como ciertos 
actores de la burocracia gubernamental y del mundo académico, han impulsado 
cambios que tienen en cuenta las especificidades de la categoría social y de los 
segmentos tradicionales. 

También es importante señalar que este subreferencial higienista entiende 
que la contaminación de los alimentos es principalmente biológica. Así, por 
ejemplo, el problema de la contaminación química, ligado al aumento del uso 
de plaguicidas y otros productos químicos, es minimizado por los actores de la 
agroindustria que hacen hincapié en la necesidad de combatir las enfermedades 
de las plantas, lo que se refleja en el uso común de la palabra “defensiva” para 
nombrar estos productos. Por otro lado, expresando la politización del debate 
aportada principalmente por las organizaciones del ámbito agroecológico, otros 
utilizan las nomenclaturas “pesticidas”, o incluso “venenos”, para calificar a estos 
productos.

El referencial de la soberanía y seguridad alimentaria se construyó a mediados 
de los años noventa en gran medida como alternativa a los referenciales de la ali-
mentación por el mercado y productivista.  Este referencial cuestiona la visión de 
que la seguridad alimentaria debe lograrse mediante el aumento de la producti-
vidad o el comercio global, lo que implicaría la transformación de los sistemas 
agrícolas campesinos (considerados arcaicos) en sistemas agrícolas “modernos” 
basados   en la mecanización y el uso de insumos externos a las propiedades. En la 
visión de la soberanía alimentaria, por el contrario, no es la agricultura campesina 
en sí la que causa la pobreza y el hambre, sino su desorganización (Marques y 
Moal, 2014). Así, según los actores defensores de este referencial, la soberanía ali-
mentaria manifiesta “el derecho de los pueblos a definir su propia política alimen-
taria y agrícola; a proteger y regular la producción y el comercio agrícola nacional 
para alcanzar los objetivos de desarrollo sostenible; a determinar su grado de auto-
nomía alimentaria y a eliminar el dumping en sus mercados”. (Paré, 2012, p.88). 
El referencial de soberanía y seguridad alimentaria articula tres subreferenciales con 
énfasis distintos pero complementarios en relación con la valoración de los hábi-
tos alimentarios, las dinámicas territoriales y el “buen vivir” (Acosta, 2016): el 
referencial de la autonomía alimentaria, patrimonial y gastronómico. 
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Propuesto principalmente por los movimientos sociales campesinos y 
agroecológicos, el subreferencial de autonomía alimentaria busca garantizar el 
abastecimiento a partir de la organización de los territorios y las comunidades 
rurales. Aunque con dificultades para avanzar en su institucionalización en las 
políticas públicas, el referencial construye discursos y reclama instrumentos a 
favor de la valoración de los saberes de los campesinos y de las mujeres rurales 
(incorporando la crítica feminista de la centralidad de las mujeres en las prácticas 
alimentarias); a favor de la alimentación saludable a través del acceso garantizado a 
los “alimentos reales” (FBSSAN, 2016) basados en alimentos tradicionales, locales 
y agroecológicos; y en defensa de la autonomía de los pueblos para gestionar los 
bienes comunes, especialmente las semillas. 

Aunque desarrolladas principalmente por redes de organizaciones de agri-
cultores familiares y campesinos, organizaciones agroecológicas, organizaciones 
no gubernamentales y otros mediadores sociales (Vernooy, Sthapit y Shrestha, 
2015), las acciones de promoción y conservación de las semillas tradicionales 
también son apoyadas por algunas políticas públicas y son un ejemplo de este 
subreferencial. Como señalan Vernooy, Shrestha y Sthapit (2015, p. 16), “existe 
un creciente interés por parte de los gobiernos nacionales y departamentales en 
establecer y apoyar bancos de semillas comunitarios”, como en Bolivia, Costa 
Rica, México, los países centroamericanos y los gobiernos subnacionales de Brasil 
(Paraíba, Alagoas y Minas Gerais). Aunque marcado por la discontinuidad de 
acciones, Pinto, Ticona y Rojas (2015) dan cuenta del apoyo del gobierno boli-
viano a la conservación y a los bancos comunitarios de semillas, particularmente 
con los Bancos Comunitarios de Agrobiodiversidad y los Bancos Comunitarios 
de Quinua y Canihua. En el caso de Costa Rica, Porras et al. (2015) reportan el 
establecimiento (2004) del Programa de Investigación y Transferencia de Tec-
nología Agropecuaria del Frijol (Pitta feijão) que, organizado a partir de un con-
junto de organizaciones gubernamentales, introdujo un protocolo de control de 
calidad para la producción local de semilla de frijol y estableció comités técnicos 
de fitomejoramiento participativo y producción de semilla. Estos comités técni-
cos, formados por asociaciones de agricultores, culminaron con la creación de la 
Unión de Semilleros del Sur en la región de Brunca. En México, los primeros 
bancos de semillas se establecieron en 2005 como parte de una estrategia nacional 
para la conservación in situ y para apoyar a los agricultores en zonas vulnerables a 
los desastres naturales (Sánchez et al. 2015). En 2015, los 25 bancos de semillas 
comunitarios del país se integraron en una red de centros de conservación del 
Sistema Nacional de Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura 
(Sinarefi) (Sánchez, Santos y Aragón-Cuevas, 2015). En estas y otras experiencias 
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están presentes los objetivos de conservación de la biodiversidad, fomento de la 
diversidad y autosuficiencia alimentaria de las comunidades locales.

Otro ejemplo de política bajo este referencial es el Programa de Precios de 
Garantía a Productos Alimentarios Básicos, ejecutado por la Secretaría de Seguri-
dad Alimentaria Mexicana (SEGAMEX), organismo descentralizado vinculado a 
la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural (SADER) del Gobierno Federal de 
México. Si bien la Garantía de Precios no es nueva en las políticas públicas mexi-
canas, el Programa establecido en 2019 presenta cambios importantes en relación 
con acciones anteriores (Fierro, 2019; Ávila-Sánchez, cap. 6, en este libro). Como 
se manifiesta en un sitio web del gobierno, el programa tiene como objetivo: 
“aumentar los ingresos de los pequeños productores agrícolas, con el objetivo 
de compensar sus esfuerzos, y contribuir a mejorar su calidad de vida; estimular 
la producción nacional de granos básicos (y leche fresca) buscando reducir la 
dependencia de las importaciones; asegurar la disponibilidad de alimentos para 
la canasta básica, cuya distribución principal se da en las zonas rurales”9. El Pro-
grama garantiza precios mínimos a los pequeños y medianos productores de maíz, 
frijol, arroz, trigo y leche, alimentos fundamentales para la cultura alimentaria 
mexicana; prioriza su aplicación en las zonas de mayor vulnerabilidad social y en 
las comunidades indígenas; y se articula con otras acciones destinadas a promover 
la autosuficiencia alimentaria. En otras palabras, con el objetivo de romper la 
dependencia de las importaciones y la fragilidad del referencial alimentación por el 
mercado, el programa fue diseñado para promover la autosuficiencia y combatir la 
pobreza rural (Fierro, 2019).10

En cierto modo, el subreferencial autonomía alimentaria también pretende 
superar las limitaciones del referencial suministro urbano de alimentos, sobre todo 
en relación con la forma en que delimita el problema público (la necesidad de 
garantizar la alimentación de la población urbana) y la forma en que se aborda 
(la acción del Estado principalmente a través de la “logística” del abastecimiento). 

9 Disponible en: https://www.gob.mx/preciosgarantia

10 El Programa se enmarca en el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, que, entre otros obje-
tivos, busca “la autosuficiencia alimentaria y el rescate de campo”. El análisis expresado en un 
documento gubernamental ilustra la búsqueda por romper con el referencial alimentación por el 
mercado: “El sector agrario ha sido uno de los más devastados por las políticas neoliberales. A partir de 
1988 se destruyeron mecanismos que resultaban fundamentales para el desarrollo agrario, se orientó el 
apoyo público a la manipulación electoral y se propició el vaciamiento poblacional del agro. Las comuni-
dades indígenas, que han vivido desde hace siglos la opresión, el saqueo y la discriminación, padecieron 
con particular intensidad esta ofensiva. Las políticas oficiales han favorecido la implantación de las 
agroindustrias y los megaproyectos y han condenado al abandono a comuneros, ejidatarios y pequeños 
propietarios. Ello no sólo ha resultado desastroso para los propios campesinos sino para el resto del país: 
actualmente México importa casi la mitad de los alimentos que consume, así como la mayor parte de los 
insumos, maquinaria, equipo y combustibles para la agricultura.” (México, 2019). 
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En efecto, el abastecimiento urbano centralizado se caracteriza por la fuerte 
presencia y acción de intermediarios en las cadenas de abastecimiento alimentario 
de las ciudades y por la venta de alimentos procedentes de “cualquier lugar”, 
que recorren largas distancias y no tienen vínculos culturales o socioeconómicos 
locales (FAO y Flama, 2020; McMichael, 2009). El subreferencial autonomía 
alimentaria ha reorientado las políticas públicas de abastecimiento urbano 
a través de tres tipos de respuestas desencadenadas por las organizaciones de 
agricultores familiares, campesinos y agroecológicas: i) demandas de espacios 
de comercialización garantizados en las centrales de abastecimiento, como 
el Centro de Comercialización para Productores Asociados (Cecoproa) en 
Asunción/Paraguay (Ríos y Wesz Jr. 2020) y la comercialización “en la Granja 
del Productor” en las Centrales de Abastecimiento de Brasil (un espacio para la 
comercialización directa de los agricultores) (Eugênio, 2018); ii) la creación de 
Centros de Comercialización de la Agricultura Familiar o Mercados Campesinos, 
como los Centros de Comercialización de la Agricultura Familiar en los estados 
de Minas Gerais, Ceará, Pernambuco y Rio Grande do Norte, Brasil (Moraes y 
Pires, 2019); y, sobre todo, iii) el fortalecimiento de las ferias de la agricultura 
familiar y campesinas y otras comunidades tradicionales. 

Asociado al subreferencial anterior, pero destacando las demandas princi-
palmente de los grupos étnicos, las comunidades tradicionales, sus mediadores y 
los territorios específicos, el subreferencial patrimonial articula más claramente los 
componentes identitarios de las prácticas alimentarias étnicas, locales y territoria-
les. Una vez evidenciado el problema de la pérdida del patrimonio alimentario 
y cultural, este subreferencial propone soluciones a través de políticas de rescate 
y valorización de prácticas, productos, ingredientes, procesos y conocimientos 
alimentarios.11 Otro aspecto a destacar es un discurso que valore la conexión 
entre las comunidades rurales y los consumidores urbanos, que serían agentes 
importantes para las políticas de reconocimiento y valorización del patrimonio 
alimentario. Algunos mecanismos de certificación, los registros del patrimonio 
inmaterial, el apoyo a las ferias y festivales locales y el turismo comunitario ilus-
tran los instrumentos de este subreferencial.

Un ejemplo de las acciones gubernamentales de este subreferencial se refiere 
a los sellos de identificación de los productos procedentes de la agricultura fami-
liar, los campesinos, los pueblos indígenas y otros grupos tradicionales. Según 

11 En Brasil, el Instituto del Patrimonio Histórico y Artístico Nacional (IPHAN), organismo del 
Ministerio de Cultura responsable del Patrimonio Cultural Inmaterial desde 2003, ha inventariado 
y patrimonializado varios bienes culturales relacionados con la alimentación, en las secciones de 
“Celebraciones” o “Conocimiento”. En Argentina, en 2018, la Secretaría de Cultura patrimonializó 
“los usos y espacios de la yerba mate” en conjunto con los demás países del Mercosur (Rebaï, 2021).
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la Reunión Especializada de Agricultura Familiar (REAF) del Mercosur, la agri-
cultura familiar emplea “sistemas productivos basados en la diversificación de 
productos, preservando la producción de alimentos tradicionales y la identidad 
comunitaria y de pueblos originarios de los productores, contribuyendo tanto a 
la generación de una dieta equilibrada como a la preservación de la agrobiodiver-
sidad y los valores culturales de las comunidades rurales” (Mercosur, 2014). Ante 
esto, es “importante asegurar la visibilidad del trabajo y los productos de la agri-
cultura familiar” y “desarrollar instrumentos que favorezcan a los consumidores 
asegurando la posibilidad de identificar el origen de los productos y servicios de 
la agricultura familiar” (Mercosur, 2014). De hecho, varios países han ido adop-
tando instrumentos en este sentido, como: i) Brasil, con el Sello de Identificación 
de la Participación de la Agricultura Familiar (SIPAF), el Sello Quilombos de 
Brasil y el Sello Indígena de Brasil; ii) Argentina, con el Sello Producido por la 
Agricultura Familiar; iii) Chile, con el Sello Manos Campesinas; iv) Ecuador con 
el Sello de Agricultura Familiar Campesina; v) Uruguay con el Sello Trabajo de la 
Mujer Rural Murú; vi) Colombia con el Sello de Agricultura Campesina, Fami-
liar y Comunitaria; y vii) Bolivia con el Sello Social Boliviano (Cruz, Marques y 
Haas, 2020).

Otro ejemplo son las denominaciones de origen de los productos alimenti-
cios, que reconocen el carácter distintivo de un producto alimenticio en virtud 
de cualidades diferenciadas que se deben exclusiva o esencialmente al entorno 
geográfico, incluidos los factores naturales y humanos (Niederle, 2013). El queso 
cotija en México, el queso turrialba en Costa Rica, el cacao de Chuao en Vene-
zuela, el café en Colombia, el cacao de Arriba en Ecuador, el maíz blanco gigante 
del cusco en Perú y la cabra de Neuquén en Argentina son algunos de los muchos 
ejemplos de alimentos protegidos y valorados como resultado de una propiedad 
colectiva del lugar y sus habitantes (Riveros et al., 2008). Reclamadas princi-
palmente por actores (con diferentes condiciones socioeconómicas) vinculados 
a la producción, las denominaciones de origen se convierten en mecanismos de 
valoración de los territorios, de acceso a los mercados y de valor añadido. Aunque 
apropiadas por actores dominantes del sector agroalimentario que las utilizan 
para otros fines, en su origen las indicaciones geográficas llevan consigo la idea de 
que es posible “una simbiosis entre el reconocimiento que hace el mercado y la 
salvaguarda del patrimonio cultural”, de modo que “si los consumidores valoran 
los productos profundamente arraigados en las culturas locales, mayores son las 
posibilidades de reproducir los conocimientos y costumbres que hacen que ese 
producto sea diferenciado” (Niederle, 2013, p.46). 

Estrechamente articulado con el anterior, el subreferencial gastronómico pone 
de relieve las cuestiones alimentarias generadas por los procesos de gastronomi-
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zación, término acuñado por Poulain (2011) para explicar el reciente y creciente 
interés del mundo gastronómico por la cocina regional y popular. Este proceso 
va más allá de la patrimonialización de los alimentos locales y tradicionales, ya 
que incorpora de forma más evidente una dimensión estética (Duarte et al., 
2021). Además, más recientemente, debido a la creciente repercusión de la crítica 
socioambiental, este proceso de gastronomización añade una preocupación por 
la “eticización de la estética”, que se observa en la adhesión de muchos chefs a 
la defensa de la agroecología y la agricultura familiar y campesina (Guilherme 
y Portilho, 2018; Barbosa, 2016). En este caso, más que una necesidad vital, la 
comida se convierte en una manifestación de placer y de responsabilidad ciuda-
dana por parte de los chefs, los restaurantes, las empresas de economía solidaria 
y los consumidores.

Impulsado por chefs que buscaban “revolucionar” la gastronomía (Matta, 
2012), este subreferencial orienta diversas acciones de los Estados en América 
Latina, sean más o menos institucionalizadas, más o menos duraderas. Aunque 
también se observa en otros contextos12, las experiencias desarrolladas en Perú son 
las más emblemáticas de la influencia de este subreferencial. En 2007, el gobierno 
peruano, a través del Instituto Nacional de Cultura (INC), declaró la gastronomía 
del país como Patrimonio de la Nación, lo que provocó un boom gastronómico 
en el periodo (Matta, 2012). En este contexto, se sumaron diversas acciones de la 
sociedad civil, organizaciones privadas y gubernamentales que buscan articular la 
gastronomía con la producción de los pequeños agricultores y la valoración de los 
alimentos locales y regionales. Como menciona Zanetti (2017, p. 106), “En 2007, 
cuando la gastronomía tradicional peruana empezaba a ganar espacio en el ámbito 
de la gastronomía contemporánea nacional, que hasta entonces estaba dominada 
por la cocina francesa, un grupo de chefs peruanos, junto con representantes del 
sector agrícola del Estado, se reunieron en una mesa redonda para discutir cómo 
el emergente boom gastronómico podría apalancar el desarrollo rural del país. A 
partir de este cuestionamiento, se creó la Asociación Peruana de Gastronomía, 
APEGA, que tiene como objetivo servir de interlocutor para canalizar iniciativas 
que promuevan el desarrollo de la gastronomía nacional, rescatando el valor de 
las cocinas y productos típicos regionales”. Tras su constitución en 2008, un 
conjunto de iniciativas han sido llevadas a cabo por APEGA en colaboración 
con el Gobierno Central y algunos locales, como el festival gastronómico 
Mistura en Lima, que busca la integración entre chefs y pequeños agricultores; 
el lanzamiento del documento “Gastronomía Peruana al 2021”: delineamientos 

12 En Colombia, el Ministerio de Cultura desarrolló una política de promoción de la cocina 
tradicional que fomentaba la diversidad regional. En Argentina, la Secretaría de Cultura inició un 
programa de “patrimonio cultural alimentario y gastronómico” (Rebaï et al., 2021).
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para un Programa de Desarrollo de la Gastronomía Peruana en el Marco del 
Plan Bicentenario”, que trae lineamientos para la gastronomía en el mediano 
plazo, entre ellos la necesidad de “articular a los pequeños productores al creciente 
mercado gastronómico nacional e internacional” (Perú, Ceplan, 2012, p.12); y 
un amplio conjunto de festivales gastronómicos regionales y locales. 

Otro ejemplo de este subreferencial involucra los comedores escolares en 
Brasil. Buscando “valorizar el papel de las merendeiras13 escolares en la promoción 
de una alimentación saludable y adecuada en el ambiente escolar y promover la 
movilización de la comunidad escolar en el tema de la educación alimentaria y 
nutricional”, el Gobierno Federal viene desarrollando el “Concurso de las Mejo-
res Recetas de la Alimentación Escolar” (Brasil, 2017). Las recetas deben “conte-
ner preferentemente ingredientes importantes para una alimentación saludable, 
observando la restricción de alimentos poco saludables, como enlatados, embu-
tidos, polvos, concentrados y deshidratados”; deben estar vinculadas a alguna 
acción de educación alimentaria; e incluir alimentos de la agricultura familiar en 
su preparación (Brasil, 2017). Además, las recetas que valoran los alimentos regio-
nales y presentan innovación y originalidad son mejor consideradas en el proceso 
de clasificación. En el ámbito nacional, la Comisión Nacional está compuesta, 
entre otros actores, por un estudiante, un chef de prestigio y un nutricionista res-
ponsable del programa. Guéneau et al. (cap. 12, en este libro) discuten una expe-
riencia complementaria desarrollada por el gobierno del Distrito Federal-Brasil. 
A través del Proyecto Chef y Nutri en la Escuela, el gobierno ofrece la oportu-
nidad de que un chef visite las escuelas, valorando el trabajo de las merendeiras y 
fomentando una alimentación adecuada y saludable. Impulsadas sobre todo por 
la burocracia gubernamental, estas iniciativas hacen avanzar la gastronimización 
de la alimentación escolar, en sus dimensiones estética y ética, buscando cualificar 
las comidas escolares y sensibilizar a quienes las preparan sobre las múltiples fun-
ciones de los alimentos ofrecidos. 

El referencial de la alimentación ambientalizada se basa en una representación 
del problema alimentario vinculada, en gran medida, a las interacciones entre el 
sistema alimentario y el sistema Tierra. Se entiende que el sistema alimentario 
mundial es uno de los principales impulsores y, al mismo tiempo, la primera víc-
tima de la degradación medioambiental (Rockström et al., 2020). Algunos de los 
actores científicos involucrados en las ciencias ambientales y las ONG apoyan el 

13 A diferencia de otros países, en Brasil las “merendeiras” escolares son cocineras contratadas por 
el Estado para preparar las comidas que se sirven en los comedores escolares. “Categoría compuesta 
en su mayoría por mujeres, con bajo nivel de educación, las merendeiras realizan su trabajo en las 
cocinas de las escuelas, preparando los alimentos que se ofrecerán a los estudiantes durante su 
estancia en la institución educativa” (Cardilho, 2018, p. 11).
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concepto de límites planetarios que el sistema alimentario no puede cruzar (Cam-
pbell et al., 2017; Gerten et al., 2020; Springman et al., 2018). De este modo, 
el referencial alimentación ambientalizada incluye normas que buscan limitar o 
minimizar los impactos de los sistemas alimentarios sobre el medio ambiente 
y la disponibilidad de recursos naturales (agua, tierra, biodiversidad, biomasa, 
petróleo fósil y minerales). Lo que está en juego es satisfacer la futura demanda 
de alimentos con los recursos naturales actuales (Davis et al., 2016). El proceso 
de construcción de este referencial también proviene en gran parte de las accio-
nes de los “consumidores-actores” (Stassart, 2010) que repercuten tanto en los 
ingresos de las empresas (boicot y buycott) como en sus opciones políticas. Así, 
los gobiernos y las empresas han prestado cada vez más atención a la creación de 
políticas que dialoguen con este referencial, lo que se expresa, por ejemplo, en 
instrumentos de responsabilidad ambiental (por ejemplo, moratoria de la soja14), 
reducción de pérdidas y residuos (Webb et al., 2020), adopción de tecnologías 
limpias, certificaciones ambientales, Food Miles, reducción del consumo de carne 
y transformación de las dietas, etc. 

Un ejemplo que se manifiesta en varios países de América Latina se refiere 
a las acciones de promoción de la agricultura y/o la ganadería bajas en carbono. 
Como reacción a las evidencias y críticas sobre las emisiones de gases de efecto 
invernadero causadas por las prácticas agrícolas y ganaderas y, a menudo, acom-
pañando el establecimiento de planes nacionales de mitigación y adaptación al 
cambio climático, varios gobiernos nacionales han establecido planes sectoria-
les para la agricultura y la ganadería basados en la reducción de las emisiones 
de carbono. Algunos ejemplos son la Estrategia de Desarrollo Bajo en Carbono 
(EDBC) para el sector ganadero de Nicaragua (Canu et al., 2018), la Estrategia 
de Ganadería Baja en Carbono en Costa Rica (Costa Rica, Minae, 2015), la 
Estrategia Nacional de Ganadería Sostenible Baja en Emisiones de Guatemala 
(Guatemala, 2018), la Estrategia Colombiana de Desarrollo Bajo en Carbono 
(ECDBC) con Acciones de Mitigación Apropiadas a Nivel Nacional (Nama) para 
la Ganadería Sostenible, y el Plan y Programa de Agricultura Baja en Carbono 
(ABC) en Brasil (Brasil, 2012). Entre las acciones promovidas por estos progra-
mas y acciones se destacan: la rotación y división de pastos, asociada a sistemas de 
integración cultivo-ganadería-bosque, cercas vivas y árboles dispersos en los pas-

14 A raíz de las pruebas aportadas por una organización no gubernamental internacional sobre la 
expansión de la producción de soja en la Amazonia y su relación con el aumento de la deforestación 
y su repercusión entre los consumidores europeos, las organizaciones que representan a la cadena 
agroindustrial firmaron la Moratoria de la Soja en 2006, comprometiéndose a no adquirir soja de 
zonas deforestadas a partir de esa fecha. En 2008, el gobierno brasileño se sumó a la iniciativa, legit-
imándola, contribuyendo al seguimiento geoespacial del compromiso y estableciendo otras acciones 
de incentivo (Imaflora, 2017). 
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tos; el manejo de estiércol a través de biodigestores; la producción y uso de biofer-
tilizantes; la recuperación de pastos y la intensificación productiva; la promoción 
de la ganadería en zonas más propicias para sistemas más intensivos y rentables; 
la innovación tecnológica; y el fortalecimiento de las cadenas de valor, el acceso a 
los mercados y las certificaciones en bajo carbono o carbono neutral. En general, 
respondiendo a las presiones de los consumidores y a los acuerdos medioambien-
tales internacionales, estos programas gubernamentales apuntan a la necesidad de 
producir cambios y reducir las emisiones de gases de efecto invernadero en sus 
sistemas de producción de alimentos, no pocas veces mediante la intensificación 
de la producción y las innovaciones tecnológicas.

Otra acción que está en la agenda gubernamental de varios países, aunque 
con dificultades para avanzar en su institucionalización, se refiere a la creación 
de programas o políticas para reducir las pérdidas y el desperdicio de alimen-
tos. Además de los costos económicos y los daños a la seguridad alimentaria y 
nutricional, las pérdidas y los residuos tienen importantes costos medioambien-
tales. Como afirma el Gobierno de Argentina, “producir alimentos que nadie va 
a consumir significa utilizar recursos naturales, servicios y otros bienes de forma 
ineficiente. A esto se añade el coste medioambiental que representa la emisión de 
gases de efecto invernadero generados a lo largo de la cadena alimentaria y que 
contribuyen innecesariamente al calentamiento global y al cambio climático. Las 
consecuencias medioambientales son mayores a medida que los residuos se pro-
ducen en las fases más avanzadas de la cadena. Es decir, cuanto mayor sea el grado 
de transformación de un alimento, mayor será el impacto medioambiental. Por 
último, los residuos alimentarios aumentan el volumen de los residuos y agravan 
el problema del tratamiento de los residuos sólidos urbanos” (Argentina, Minis-
terio de Agroindustria, s.f.). Para enfrentar este problema, el Gobierno argentino 
creó en 2015 el Programa Nacional de Reducción de Pérdidas y Desperdicios de 
Alimentos y, en 2018, institucionalizó la Ley 27.454 que crea el Plan Nacional 
de Reducción de Pérdidas y Desperdicios de Alimentos, que se reglamentó en 
2019. Estas iniciativas incluyen la implementación de campañas de información 
y comunicación para concientizar a todos los actores de la cadena alimentaria; 
mejoras en la infraestructura de transporte, energía y facilidades de mercado; 
desarrollo y facilitación del acceso a equipamiento y nuevas tecnologías/innova-
ciones; y gobernanza entre productores, intermediarios, bancos de alimentos15 

15 Los Bancos de Alimentos son iniciativas destinadas a utilizar los alimentos que, aún en condi-
ciones de ser consumidos, de otro modo se tirarían o desperdiciarían. Presentes en muchos países de 
América Latina, estas iniciativas suelen ser impulsadas por organizaciones de la sociedad civil, a las 
que se suman las iniciativas gubernamentales. En el caso de Brasil, el tema entró en la agenda guber-
namental a principios de la década de 2000 en el contexto de las políticas de seguridad alimentaria 
y nutricional. En 2000, el Gobierno Municipal de São André (SP) creó el Banco Municipal de Ali-
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asociaciones, organizaciones no gubernamentales, establecimientos educativos, 
entre otros, para realizar acuerdos para reducir las pérdidas y desperdicios a través 
de donaciones (Argentina, 2018).

En cuanto a las acciones de los consumidores-actores, destacamos que el 
referencial de la alimentación ambientalizada se centra en gran medida en la cues-
tión de las “dietas sostenibles”, apuntando a “patrones dietéticos más adecuados 
al medio ambiente, como, por ejemplo, la reducción del consumo de productos 
de origen animal, especialmente la carne de vacuno” (Takeut y Oliveira, 2013, p. 
200). Por regla general, existe una cierta convergencia entre la dieta sostenible y 
la dieta saludable (Triches, 2020), aunque la cuestión medioambiental todavía se 
aborda poco en las guías alimentarias, una herramienta de política pública muy 
utilizada para informar y concienciar a los consumidores sobre la alimentación 
saludable y sostenible (Martinelli, Cortese y Cavalli, 2020). Esta visión medioam-
biental está empezando a guiar varias políticas alimentarias locales y nacionales, 
como los programas de compra de alimentos para las escuelas u otras instituciones 
públicas (prisiones, hospitales, etc.), aunque todavía se observa un predominio de 
la agricultura familiar y los temas rurales en estos programas (Grisa et al., cap. 
16, en este libro). Aunque incipientes a nivel municipal, en los últimos años han 
surgido varias acciones públicas enmarcadas en este referencial, incluyendo como 
objetivo prioritario la reducción del consumo de proteína animal y la diversifica-
ción de las comidas escolares, como el Programa Lunes sin Carne en São Paulo 
(gobiernos municipales y estatales), el Proyecto Inova Sabores en Jundiaí (SP), el 
Programa Alimentación Consciente Brasil en Niterói (RJ) o el Programa Escuela 
Sostenible en cuatro municipios de Bahía (Cheib, 2020). 

Finalmente, en los últimos años ha surgido un nuevo tipo de referencial, que 
llamamos integrador. Aunque se inspira en los valores de la sostenibilidad, este 
referencial va más allá de las dimensiones puramente socioecológicas de la alimen-
tación, integrando otros aspectos relacionados con la nutrición y la salud (Ribeiro 
y Jaime, 2017). Así, en los últimos años, el problema alimentario se ha convertido 
en un problema de integración entre estas diferentes dimensiones dentro de un 
enfoque sistémico de la alimentación. Además, la referencia al “sistema alimenta-
rio sostenible”16, que se ha impuesto en la literatura y en el discurso de las insti-

mentos de Santo André y, en 2003, el tema ganó espacio en la agenda federal, siendo apoyado por 
el Ministerio Extraordinario de Seguridad Alimentaria y Combate al Hambre (MESA). En 2017, 
el gobierno federal estimó que había 107 Bancos de Alimentos operando bajo la gestión pública de 
estados y municipios (Grisa y Fornazier, 2018).

16 El sistema alimentario sostenible es un sistema alimentario que proporciona seguridad alimen-
taria y nutrición para todos de tal manera que no se comprometen las bases económicas, sociales 
y medioambientales, para generar seguridad alimentaria y nutrición para las generaciones futuras 
(HLPE, 2014).
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tuciones internacionales (Béné et al., 2019), ha ido evolucionando en los últimos 
años. Se han añadido los términos “integrado” y “resiliente”, en primer lugar para 
reflejar la integración entre los diferentes componentes de los sistemas alimenta-
rios, incluyendo la consideración del cambio climático y los territorios rurales, y 
en segundo lugar para resaltar el imperativo de que estos sistemas se recuperen y 
se adapten frente a choques o tensiones externas (Blay-Palmer, 2020). Este refe-
rencial integrador también hace hincapié en la necesidad de un “cambio de todo el 
sistema” para alcanzar los Objetivos de Desarrollo Sostenible mediante el cambio 
de los patrones de consumo de alimentos (consumo sostenible y reducción de 
residuos), la transición hacia formas de producción y cadenas de valor sostenibles 
y que garanticen la nutrición, la mitigación del cambio climático y la mejora de 
los territorios rurales (Caron et al., 2020).

Así, las políticas públicas que se inspiran en este nuevo referencial buscan res-
ponder de forma sistémica a diversos problemas alimentarios, como la obesidad, 
la malnutrición, el cambio climático, la pobreza y la exclusión social (Sonnino et 
al., 2020; Swinburn et al., 2019; Willet et al., 2019; IPES Food, 2019). Este refe-
rencial legitima las políticas de fomento de la producción sostenible de la agricul-
tura familiar y campesina con la promoción de una alimentación adecuada, sana 
y responsable, destacando la importancia de integrar multiples mercados (cortos, 
territoriales, de proximidad, de compras públicas). Además, otro aspecto innova-
dor de este referencial es la exigencia de una mayor intersectorialidad de la acción 
pública, en la medida en que la promoción de sistemas alimentarios sostenibles 
depende de la coordinación de políticas gestionadas por ministerios, secretarías o 
departamentos de diferentes áreas (agricultura, salud, nutrición, desarrollo social, 
educación, etc.). 

Un ejemplo de acción gubernamental bajo el referencial integrador es la 
Política Pública de Soberanía y Seguridad Alimentaria y Nutricional en Cali, 
Colombia, analizada en este libro por Castelhano, Henry y Rankin (cap. 13). 
Estimulado por los avances nacionales17, en 2009 el Municipio de Cali inició 
la construcción de una política municipal de manera participativa, a través 

17 Siguiendo a Castelhanos, Henry y Rankin (en este libro), nos referimos al Plan Nacional de 
Alimentación y Nutrición (PNAN) establecido en 1999 y a la Política Nacional de Seguridad Ali-
mentaria, en 2008, con su respectivo Plan Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutrición (2012-
2019). De hecho, varios países han establecido políticas o estrategias nacionales de alimentación 
y nutrición. Algunos ejemplos son la Estrategia Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutrición 
2013-2021 (Perú, 2013), la Política Nacional de Alimentación y Nutrición de Chile (Chile, 2017), 
la Política Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutrición 2011-2013 de Costa Rica (Costa Rica, 
2011) y la Política Nacional de Alimentación y Nutrición de Brasil (Brasil, 2013). Desarrollados a 
menudo por los Ministerios de Sanidad y/o Agricultura, estos planes se enfrentan a menudo a los 
retos de la aplicación, el diálogo intersectorial más amplio y la continuidad dados los cambios de 
gobierno. 
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de las Mesas de Seguridad Alimentaria y Nutricional, culminando con la 
reglamentación de la política a través del Acuerdo N°. 0470 de 2019. La Política 
busca “mejorar la calidad de vida de la población de Santiago de Cali mediante 
una acción constante, coordinada e intersectorial en materia de seguridad 
alimentaria y nutricional” (Consejo de Santiago de Cali, 2019). La política se rige 
por 11 principios, a saber, integralidad, considerando que todas las estrategias y 
acciones de soberanía y seguridad alimentaria son elementos que actúan de forma 
articulada e integrada en el proceso de gestión de los alimentos; universalidad, 
buscando garantizar el derecho a la alimentación de todas las personas; diversidad 
e interculturalidad; intersectorialidad y transversalidad, articulando diferentes 
actores sociales e institucionales; participación comunitaria y ciudadana; la 
equidad alimentaria a través de la inclusión de grupos socialmente vulnerables, 
generalmente excluidos de los mercados; la solidaridad a través de acciones 
individuales y colectivas; la integración regional; la sostenibilidad agroecológica; 
el fortalecimiento comunitario; y el fortalecimiento de la juventud campesina 
(Consejo de Santiago de Cali, 2019). Además, la política se organiza en seis ejes, 
cada uno de los cuales implica un conjunto de acciones, a saber: disponibilidad, 
acceso, consumo adecuado y suficiente, calidad y seguridad, uso biológico de los 
alimentos, y gestión y promoción del conocimiento. Así organizado, pretende 
abordar un amplio abanico de retos alimentarios contemporáneos, como el 
hambre, la obesidad, el cambio climático y la democracia alimentaria, buscando 
transformar el sistema alimentario para que sea “sostenible en el tiempo y sensible 
a la nutrición” (Consejo de Santiago de Cali, 2019). 

También podríamos destacar la actuación de algunos programas en el 
referencial integrador, como el Programa Nacional de Agricultura Urbana, 
Suburbana y Familiar en Cuba y la configuración del Programa Nacional de 
Alimentación Escolar en algunos municipios brasileños. Organizado desde 1997, 
el programa cubano se configura como un sistema desde el nivel nacional hasta el 
municipal, articulando varios subprogramas con el objetivo de “obtener la máxima 
producción de alimentos diversos, frescos y saludables en las zonas disponibles, 
antes improductivas”. Esta producción se basa en prácticas ecológicas que no 
contaminan el medio ambiente, el uso racional de los recursos en cada territorio 
y la comercialización directa al consumidor” (FAO, 2016, p.42). El Programa 
articula el ordenamiento paisajístico de los espacios urbanos, con la promoción del 
abastecimiento de alimentos, la alimentación saludable, la generación de empleo 
e ingresos, la inclusión socioeconómica, la preservación del medio ambiente y la 
participación social (FAO, 2016). 

En cuanto a los comedores escolares brasileros, el Programa contribuye a 
minimizar las situaciones de hambre e inseguridad alimentaria, y cuenta con 
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un conjunto de directrices nutricionales destinadas a combatir la desnutrición, 
el sobrepeso y la obesidad (por ejemplo, controlando la oferta de alimentos 
procesados y ultraprocesados) (Brasil, FNDE, 2020). Además, desde 2009, ha 
incorporado y garantizado un mercado (al menos el 30%) para los alimentos 
procedentes de la agricultura familiar, los asentamientos de la reforma agraria, los 
pueblos indígenas y las comunidades quilombolas, dando prioridad a los alimentos 
orgánicos o agroecológicos y de producción local (Brasil, FNDE, 2009). Además 
de estas normas federales, algunos estados y municipios (por ejemplo, el gobierno 
municipal de Marechal Cândido Rondon y los gobiernos estatales de Paraná y 
Santa Catarina) han adoptado leyes complementarias, estableciendo porcentajes 
mínimos o incluso la compra total de alimentos agroecológicos u orgánicos, con 
el fin de aumentar la oferta de alimentos saludables y contribuir a prácticas de 
producción más sostenibles. Además, estas acciones se complementan con un 
conjunto de iniciativas de educación alimentaria y medioambiental (compostaje, 
conservación del agua y otros recursos naturales, huertos escolares, etc.). 

La política en las políticas alimentarias: de 
los referenciales a las coaliciones
En la sección anterior presentamos los diferentes referenciales que enmarcan 
y disputan las políticas públicas en relación a los problemas alimentarios en 
América Latina. En esta sección analizamos cómo los actores-coaliciones actúan 
para politizar ciertos temas, (des)construir y (des)legitimar ciertos referenciales 
con el fin de cambiar la dinámica de los campos sociales, es decir, los sistemas 
alimentarios, cambiando así también sus posiciones en la jerarquía que organiza 
estos campos. Al igual que en el apartado anterior, no pretendemos agotar el 
tema. Solo hemos movilizado elementos que ilustran cómo, a lo largo del tiempo, 
los actores-coaliciones producen innovaciones que alteran las relaciones de poder 
dentro de las arenas públicas, llevando a la (re)producción de políticas que, 
guiadas por referenciales más o menos cercanos a sus intereses/concepciones del 
mundo, tensionan la continuidad o los cambios en los sistemas alimentarios.

Inicialmente, cabe señalar que la dinámica de los campos (sistemas alimenta-
rios) no solo está influenciada por las políticas públicas. De hecho, hay campos en 
los que las estrategias de las empresas privadas y las acciones de los movimientos 
sociales organizados son más relevantes que la acción del Estado, e incluso cam-
pos en los que todavía no hay políticas públicas (o son muy específicas y débiles) 
con referenciales cercanos a las ideas de estos actores. Este es el caso del campo 
que se ha estructurado en torno a las alternativas a la producción y el consumo 
de carne. A pesar de acciones dispersas (como la inclusión de alternativas vege-
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tarianas y veganas en ciertos comedores públicos), es precipitado hablar de polí-
ticas públicas guiadas por un referencial que institucionaliza ideas similares a las 
defendidas por las empresas productoras de “carne vegetal” o por los movimientos 
de consumidores antiespecistas y/o climatéricos. También es el caso del movi-
miento por la eticidad de la gastronomía que, aunque se observa el apoyo de las 
autoridades públicas (como se ha comentado anteriormente), dichas iniciativas 
no se corresponden con la diversidad e intensidad de las acciones y el activismo 
en curso en los movimientos de consumidores, cocineros y otros actores. En estos 
dos ejemplos predominan las iniciativas de actores no estatales que potencian y 
tensionan los sistemas alimentarios. 

En segundo lugar, es importante ratificar que los referenciales presentados en 
el apartado anterior se refieren a un conjunto de ideas, más o menos institucio-
nalizadas en las políticas públicas. Son ideas, interpretaciones y normativas que 
provienen de diversos foros de producción de ideas, compuestos por individuos y 
grupos que politizan y disputan la construcción de políticas públicas (Fouilleux, 
2000). Al entrar en el juego institucional y político, muchas de las representacio-
nes colectivas de los individuos y grupos tienen que ajustarse y se ven confron-
tadas con las ideas de otros individuos y grupos, con los entornos institucionales 
propios y de otros ámbitos, y se ven influidas por los acontecimientos externos. 
En otras palabras, las ideas presentes en las arenas públicas se reorganizan, rea-
justan y moldean a medida que avanzan en su institucionalización en políticas 
públicas. 

En tercer lugar, es importante señalar que, aunque se manifiesten en los 
marcos legales y reglamentarios, los referenciales presentan diferentes grados de 
vulnerabilidad al cambio o, por el contrario, mecanismos de dependencia de la 
trayectoria (Pierson, 2016; Mahoney, 2001). Estos movimientos (vulnerabilidad 
o refuerzo institucional) dependen de las fragilidades y ambigüedades institucio-
nales de las políticas e instrumentos públicos, de las tensiones presentes en los 
sistemas agroalimentarios y de las relaciones de poder entre los grupos de actores 
que defienden o desafían las representaciones del mundo en juego. A lo largo de 
los capítulos de este libro, veremos que mientras algunos referenciales tienen una 
larga vida y están prácticamente cristalizados en las instituciones, otros tienen una 
vida efímera y no resisten cambios en los mandatos. 

Además, cabe señalar que la influencia y la importancia relativa de cada 
referencial en la dinámica de los sistemas alimentarios depende, como hemos 
dicho, de lógicas que van más allá de la capacidad de acción del Estado, pero 
también del poder conferido y legitimado por los instrumentos políticos que lo 
ponen en marcha. Aunque no se trata de comparar simplemente presupuestos 
o números de beneficiarios, dado que las lógicas institucionales y de poder son 
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mucho más complejas, es de esperar que un programa de crédito rural de mil 
millones de dólares, con alcance nacional y operado por organismos financieros 
de gran capilaridad, tenga una capacidad mucho mayor de producir efectos en las 
formas de organizar la producción, el abastecimiento y el consumo de alimentos 
que las iniciativas locales de los gobiernos municipales, que suelen depender de 
recursos donados por fundaciones benéficas. 

Considerando estas dinámicas políticas que marcan la politización de los 
temas alimentarios y la construcción, institucionalización y permanencia (o no) 
de los referenciales, se pueden hacer algunas inferencias sobre las características 
generales que marcan el proceso de producción de las políticas alimentarias en los 
países latinoamericanos: 

a) Lo nuevo no nace de los escombros de lo viejo 
Una conocida expresión, atribuida a los primeros escritos de Marx sobre la 

transición entre diferentes sistemas de producción, afirma que “lo nuevo nace 
de los escombros de lo viejo”. Es difícil afirmar que esta máxima se aplique a las 
políticas alimentarias en América Latina. Los resultados presentados en este libro 
sugieren que el surgimiento de nuevos referenciales, que incorporan preocupa-
ciones sobre los problemas medioambientales, la salud pública y el patrimonio 
cultural, no se produjo sobre los escombros de referenciales y políticas en proceso 
de desaparición o incluso en crisis. Los “viejos” referenciales de alimentación por el 
mercado y productivista, sostenidos por coaliciones en las que participan las enti-
dades que representan a las élites agrarias más tradicionales y/o las corporaciones 
agroalimentarias, han resucitado con cada crisis de abastecimiento o de precios de 
los alimentos, legitimando espacios políticos, estructuras institucionales y algunas 
de las políticas públicas más importantes en materia de recursos. 

Es cierto que, con mayor o menor intensidad, en todos los países estos refe-
renciales se han mostrado insuficientes y han sido duramente criticados, dando 
paso a la aparición de otros. Retomando la expresión, podríamos decir que lo 
“nuevo” nace, no de los escombros, sino de las exacerbaciones y persistencia de 
lo viejo, haciendo visibles sus resultados e insuficiencias. Sin embargo, el nivel de 
institucionalización de otros referenciales es muy variable. Mientras que los refe-
renciales del socioasistencialismo alimentario y la alimentación técnica están asocia-
dos a problemas públicos históricamente legítimos (desnutrición, salud alimen-
taria, etc.), cuentan con el apoyo de coaliciones amplias e incluso dominantes, y 
están vinculados a estructuras institucionales relativamente estables, los referen-
ciales de soberanía y seguridad alimentaria e integrador orientan políticas públicas 
incipientes, frágiles y contestadas, que generalmente son producidas y gestiona-
das por actores periféricos, ubicados en estructuras gubernamentales precarias y 
enfrentan la resistencia de las coaliciones dominantes. 
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En definitiva, un rasgo llamativo de las políticas alimentarias en el contexto 
latinoamericano es el hecho de que no apuntan inequívocamente hacia un pro-
ceso de transición entre distintos modelos alimentarios. Es recurrente encontrar 
en la literatura internacional, especialmente la producida en el contexto europeo, 
ejemplos de políticas que demuestran intentos de sustituir las antiguas formas 
extractivas de agricultura, basadas en el expolio de los recursos naturales, por 
modelos que respondan a los principios de lo que se ha denominado “sistemas 
alimentarios sostenibles” (Comisión Europea, 2020; IPES-Food, 2019). Existen 
ejemplos de este tipo de políticas públicas en América Latina, incluyendo expe-
riencias como el Programa de Adquisición de Alimentos (PAA) y el Programa 
Nacional de Alimentación Escolar (PNAE) en Brasil, que se han convertido en 
referencias de políticas públicas internacionales al valorar los territorios y pro-
mover la alimentación saludable, la inclusión socioeconómica y prácticas más 
sostenibles (PMA, 2013). Sin embargo, una mirada más atenta a las políticas ali-
mentarias de la región muestra no solo la coexistencia de diferentes referenciales, 
sino el predominio de la lógica institucional que apoya los referenciales producti-
vistas y alimentación por el mercado (Sabourin et al., 2020; Sabourin, Craviotti y 
Milhorance, 2020).

Se pueden destacar tres explicaciones para entender este fenómeno. 
En primer lugar, la fuerza de las coaliciones formadas entre las élites agrarias 
tradicionales, que controlan espacios clave en la estructura de los Estados, no solo 
en el poder ejecutivo, sino también en el legislativo y el judicial. De hecho, incluso 
los gobiernos progresistas de la “ola rosa” latinoamericana han tenido grandes 
dificultades para innovar en la producción de políticas alimentarias y, cuando lo 
han hecho, generalmente han tenido que ceder a acuerdos que también han llevado 
al fortalecimiento de políticas productivistas y liberalizadoras (Albarracin, cap. 7, 
en este libro; Riella y Mascheroni, 2015; Delgado, 2012). En segundo lugar, la 
legitimidad pública de estos referenciales. Característica de las instituciones de 
larga duración, esta legitimidad se manifiesta en el hecho de que, incluso entre los 
movimientos sociales agrarios que se enfrentan a las élites nacionales, predomina 
la demanda de políticas agrarias que, aunque dirigidas a actores específicos como 
los agricultores familiares, siguen orientándose básicamente por el referencial 
productivista (Sabourin, Samper y Sotomayor, 2015). En tercer lugar, el hecho 
de que esta legitimidad está directamente asociada a la memoria colectiva del 
principal problema alimentario de la historia de América Latina, a saber, la 
dificultad de acceso a los alimentos y su expresión más violenta en la pobreza y el 
hambre. En las dos últimas décadas, los avances que varios países han mostrado 
en la reducción de estos fenómenos han sido importantes para abrir espacio a 
otros referenciales, que ponen de manifiesto otros problemas tan o más graves que 
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el hambre, como la obesidad. Sin embargo, cuando la crisis económica se agravó y 
el hambre volvió a la agenda pública, el referencial productivista volvió a demostrar 
por qué sigue siendo hegemónico.

b) “Choques externos” para reforzar “lo viejo”
Otra característica común a la mayoría de los países latinoamericanos, y que 

se asocia directamente con las explicaciones sobre la fortaleza de los antiguos 
referenciales, es la existencia de una serie de “shocks externos” de otros ámbitos 
(Thelen y Mahoney, 2010; Mahoney, 2001) que, a lo largo del tiempo, interfirieron 
en el diseño de las políticas alimentarias. Aunque estos acontecimientos podrían 
dar lugar a la innovación y a la aparición de nuevos referenciales, sostenemos que 
los choques externos reforzaron los referenciales más consolidados, discutidos en 
la sección anterior.

En general, las innovaciones en las políticas alimentarias fueron el resultado 
de procesos relativamente graduales, acumulativos y transitorios. Aunque los 
gobiernos progresistas han ocupado espacios políticos institucionales a lo largo de 
los años, han encontrado resistencias de diversos órdenes y ámbitos que, a dife-
rencia de las disrupciones en los sistemas alimentarios, han producido cambios 
graduales en las políticas alimentarias en medio de la preservación de las relacio-
nes de poder en determinados ámbitos. Así, a partir de las críticas producidas por 
diferentes movimientos sociales y de las ventanas de oportunidad que surgieron, 
los gobiernos progresistas fueron elaborando e incorporando nuevos referenciales. 
Esto es notable en los casos de las políticas basadas en los referenciales integrador y 
de la soberanía y seguridad alimentaria, que se han incorporado en algunos países 
sin comprometer la estructura institucional previamente construida para las polí-
ticas basadas en el productivismo y la alimentación por el mercado. 

Teniendo en cuenta los cambios (aunque graduales) que se venían 
produciendo en la alimentación (y en otros ámbitos más amplios), no pasó 
mucho tiempo antes de que las coaliciones políticas conservadoras trataran de 
reaccionar restableciendo los paradigmas políticos hegemónicos en la región, ya 
sea a través de la democracia o de las rupturas institucionales, sobre todo con la 
deposición de gobiernos, una escena frecuente en el contexto latinoamericano. No 
estamos afirmando que los golpes militares o institucionales que se produjeron 
en América Latina fueran causados exclusiva o principalmente por desacuerdos 
sobre la agenda alimentaria. Subrayamos que, tal y como se produjeron, estos 
acontecimientos y rupturas reforzaron el poder de las coaliciones tradicionales, 
reforzaron las dinámicas hegemónicas en los sistemas alimentarios y crearon las 
condiciones para el desmantelamiento de las políticas innovadoras. 

c) Fragmentación y sectorialización de los referenciales de las políticas públicas 
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Además de la inestabilidad institucional antes mencionada, otras dos carac-
terísticas de los Estados latinoamericanos son la fragmentación y la sectorializa-
ción de la gestión pública. En este capítulo hemos visto ocho referenciales (con 
sus subreferenciales) que orientan y disputan la construcción de las políticas ali-
mentarias en la región, y estos referenciales encuentran mayor o menor afinidad 
en determinadas estructuras estatales (ministerios, secretarías, agencias, departa-
mentos, empresas públicas, etc.) responsables de gestionar las políticas alimen-
tarias. Siendo el Estado un campo de poder y disputa, diferentes coaliciones, 
basadas en distintas comprensiones de los sistemas alimentarios, encuentran más 
o menos espacio político e institucional para canalizar sus demandas y disputar la 
construcción de políticas públicas, reflejando las diferencias de poder entre ellas 
(como se discutió en el primer punto). Aunque todos los referenciales están pre-
sentes en la agenda gubernamental, no disponen de los mismos recursos y suelen 
estar dispersos en las estructuras gubernamentales.

Vimos en la sección anterior, y en particular en el cuadro 1, que diferentes 
problemas (Kingdon, 1984; Cohen, March y Olsen, 1972) movilizan a diferen-
tes actores (organizaciones de productores, agricultores familiares, corporaciones, 
organizaciones de consumidores, cocineros, categorías profesionales y burocracias 
ubicadas en diferentes instancias gubernamentales), cuyo campo de intervención 
y propuesta de políticas públicas está limitado por las interpretaciones del mundo 
que guían a estos actores, o por estructuras institucionales y de poder que impi-
den/bloquean la construcción de políticas y referenciales más intersectoriales. Así, 
aunque de forma caricaturesca, no es infrecuente que los problemas de produc-
ción de alimentos sean competencia de los Ministerios de Agricultura y Gana-
dería −que generalmente se ocupan de los incentivos a la producción−; los pro-
blemas de acceso a los alimentos son tratados por los Ministerios de Asistencia o 
Desarrollo Social, preocupados principalmente por garantizar el acceso de los más 
pobres a los alimentos; y los problemas nutricionales y de seguridad alimentaria 
son tratados por los Ministerios de Salud, que intentan actuar sobre las carencias 
o desequilibrios nutricionales y los riesgos alimentarios. Aunque un gran número 
de organismos estatales están implicados y participan en la construcción de las 
políticas alimentarias, existen dificultades de interacción y coordinación entre 
ellos, cuyo resultado puede incluso manifestarse en acciones contradictorias. 

Aunque esto no sea específico de la cuestión alimentaria (Repetto, 2005; 
Aureliano y Draibe, 1989; Barton, Santos y Andrade, s.f.), esta sectorialización 
y desarticulación (independientemente del tema) produce fragmentación, super-
posición y redundancias en las acciones del Estado, y una reducción de la eficien-
cia y eficacia de los recursos financieros y humanos. Además, como mencionan 
Repetto y Fernández (2012), esta desarticulación minimiza las posibilidades de 
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inclusión coherente y alineada de las intervenciones estatales en los objetivos y 
planes de desarrollo a largo plazo a través del proceso de concertación de pers-
pectivas y visiones entre los actores. Y esto es especialmente importante en el 
contexto contemporáneo, cuando las crisis sistémicas (cambio climático, triple 
carga de desnutrición, crisis económica y crisis sanitaria-Covid 19) interactúan y 
se potencian entre sí (Pretty, 2020; Blay-Palmer et al., 2020; Preiss y Schneider, 
2020; Swinburn et al., 2019).

En consonancia con esta crítica, varios autores y organizaciones internacio-
nales han destacado la importancia de construir políticas alimentarias integradas 
(Sonnino et al., 2020; Comisión Europea, 2020; IPES-Food, 2019) u orientadas 
por el referencial integrador. En palabras de Sonnino et al. (2020), las políticas ali-
mentarias integradas son aquellas que se basan en la interdependencia (sinergias 
y retroalimentación) entre las cuestiones medioambientales, socioeconómicas, 
nutricionales y sanitarias, y se dirigen a toda la población, ya sean consumido-
res de clase media o alta, o grupos vulnerables que suelen experimentar varios 
problemas alimentarios al mismo tiempo (pobreza, malnutrición o desnutrición 
y amenazas medioambientales). Estas políticas alimentarias requieren la partici-
pación de múltiples partes interesadas para lograr la coordinación vertical entre 
los diferentes niveles de gobierno (federal, estatal y municipal) y la coordinación 
horizontal entre los diferentes sectores y actores gubernamentales (Sonnino et al., 
2020). Más que aglutinar o sumar un conjunto de acciones de diferentes organis-
mos y niveles de gobernanza −como suele observarse en los Planes o Estrategias 
Nacionales−, es importante que las acciones y políticas públicas se construyan 
buscando abordar las diferentes problemáticas alimentarias de forma simultánea 
y complementaria.

d) Los “nuevos” actores construyen nuevos referenciales
Vimos en la sección anterior que varios referenciales e innovaciones en las 

políticas alimentarias se construyeron a partir de las ideas de las organizaciones de 
la sociedad civil y de la interacción entre el Estado y la sociedad, ya sea a través de 
fisuras institucionales o de mecanismos de presión en las arenas públicas. También 
hemos visto que, cada vez más, “nuevos” actores participan en la politización de 
la alimentación y de las cuestiones alimentarias y buscan producir cambios en los 
sistemas alimentarios, ya sea desde el ámbito del consumo privado, o desde las 
prácticas organizativas (asociaciones de cocineros, cooperativas de consumidores, 
comunidades que sostienen la agricultura...), o incluso a través de las políticas 
públicas. Si en los años 70-90 las críticas a los sistemas agroalimentarios emanaban 
principalmente de los actores agrarios y medioambientales (que experimentan 
los efectos de la desigualdad de la tierra y la modernización de la agricultura), 
en los años 90-2000 dichas críticas ganan fuerza con el activismo alimentario 
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de los consumidores, las organizaciones urbanas y un sinfín de profesionales 
(nutricionistas, urbanistas, arquitectos, ingenieros, cocineros...). Aunque no 
siempre se organizan en coaliciones estructuradas con capacidad de influir en los 
ámbitos públicos, este amplio conjunto de actores ha sido decisivo para disputar 
interpretaciones y prácticas alimentarias.

Así, además de la articulación entre diversos actores gubernamentales, llama-
mos la atención sobre el imperativo de la participación de los actores no guberna-
mentales (Sonnino et al., 2020) y la importancia de la construcción de espacios 
de consulta y participación social, como los Consejos de Seguridad Alimentaria 
y Nutricional presentes en algunos países y las Mesas de Seguridad Alimentaria y 
Nutricional en Cali, Colombia. A diferencia de que esta participación social sea 
solo el resultado de la presión política, destacamos la importancia de que la parti-
cipación se convierta en una práctica recurrente en las arenas públicas y en la vida 
de las políticas públicas. De hecho, esta es también una dimensión incorporada 
por el referencial integrador, discutido en el punto anterior. La institucionalización 
de sus ideas implica necesariamente la participación de la sociedad en las decisio-
nes relacionadas con los sistemas alimentarios, considerando que la construcción 
de la democracia alimentaria (Lang, 1999) es otro elemento que estructura este 
referencial. Como dice Hassanein (2003, p. 79), la democracia alimentaria es 
“la idea de que la gente puede y debe participar activamente en la configuración 
de los sistemas alimentarios, en lugar de permanecer como espectadores pasi-
vos al margen”. En otras palabras, la democracia alimentaria consiste en que los 
ciudadanos puedan determinar las políticas y prácticas agroalimentarias locales, 
regionales, nacionales y mundiales”. Los cambios en la asimetría de poder entre 
coaliciones y entre referenciales también dependen de la democratización de los 
espacios de poder y de las oportunidades de “voz” y toma de decisiones para el 
conjunto de la sociedad. 

Consideraciones finales
El análisis desarrollado en este capítulo apunta a diferentes ideas e interpretacio-
nes que influyen y cuestionan la construcción de políticas alimentarias en Amé-
rica Latina. Enfocando nuestra reflexión en los diferentes valores y normas que 
orientan la construcción de políticas públicas, así como en la forma en que los 
actores interpretan los problemas públicos, definen soluciones (¿dónde interve-
nir?, ¿cómo intervenir?) y posicionan el rol e instrumentos del Estado, mapeamos 
ocho referenciales de política pública: i) alimentación por el mercado; ii) suministro 
urbano de alimentos; iii) productivista (con sus variaciones entre productivista a 
partir del agronegocio y productivista a partir de la agricultura familiar); iv) socioa-
sistencialista alimentar; v) alimentación técnica (con sus manifestaciones en el 
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subreferencial nutricionista e higienista); vi) soberanía y seguridad alimentaria (con 
sus diferenciaciones entre autonomía alimentaria, patrimonial y gastronómico); vii) 
alimentación ambientalizada; y viii) integrador.

Como hemos visto, estos distintos referenciales están presentes en distintos 
países, aunque con distintos grados de incidencia, institucionalización y estabili-
dad. Tales referenciales están en diferentes espacios e institucionalidades de cada 
país, expresando, por un lado, las fragmentaciones, desarticulaciones y contradic-
ciones presentes en la acción pública y, por otro, la configuración del Estado como 
campo de poder y disputa. Algunos referenciales están institucionalizados desde 
hace mucho tiempo en la acción pública (referencial productivista, alimentación 
por el mercado, suministro urbano), expresando las relaciones de poder, influencia 
y permeabilidad de las élites agrarias, grupos agroindustriales, actores del mer-
cado, organismos internacionales; o aun (referenciales socioasistencialista alimenta-
rio y alimentación técnica), la preocupación por problemas históricos y recurrentes 
en los sistemas agroalimentarios latinoamericanos (hambre, pobreza, carencias 
nutricionales, seguridad alimentaria). Expresando su trayectoria histórica y sus 
raíces políticas y cognitivas en las sociedades, tales referenciales a menudo se ven 
reforzados por crisis políticas, económicas y sociales.

Otros referenciales (subreferencial de autonomía alimentaría, patrimonial y 
gastronómico, referenciales alimentación ambientalizada e integrador) han ido dis-
putando espacios en arenas y agendas gubernamentales más recientemente y se 
derivan de la emergencia/construcción social de nuevos problemas públicos, la 
entrada de nuevos actores en las cuestiones agroalimentarias, y el surgimiento de 
nuevos movimientos sociales y formas de acción colectiva. Actores y movimientos 
sociales marginados o impactados negativamente por “viejos” referenciales (prin-
cipalmente organizaciones  de la agricultura familiar y campesina), consumidores 
y organizaciones de consumidores, diferentes categorías profesionales (chef de 
cocina, cocineros, nutricionistas, urbanistas), ambientalistas, organizaciones del 
campo agroecológico, etc., son algunos de los actores que empezaron a formar 
coaliciones, disputar al Estado y construir fisuras institucionales para la institu-
cionalización de nuevas ideas e interpretaciones del mundo. Esta institucionali-
zación, sin embargo, es susceptible a la influencia de otras coaliciones de actores, 
eventos externos y dinámicas de otros campos estratégicos de acción.

Tales referenciales de política pública tienen diferentes efectos sobre la diná-
mica de los sistemas agroalimentarios. Varios autores y organismos internaciona-
les destacan la forma en que la actuación del Estado ha contribuido y promovido 
las recurrentes crisis socioeconómicas, sanitarias, alimentarias y ambientales que 
viven las sociedades contemporáneas y, al mismo tiempo, destacan el papel clave 
y fundamental del Estado en la construcción y transición hacia sistemas alimen-
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tarios sostenibles. El Estado cuenta con recursos y capacidad para intervenir, pro-
mover, coordinar, regular y monitorear la producción y el consumo saludable, 
sustentable e inclusivo. Así, “(...) el Estado emerge como un actor poderoso: su 
poder regulador, su enorme presupuesto y, no menos importante, su mandato 
de actuar en nombre del interés público, lo dotan de una autoridad única tanto 
sobre el suministro como sobre el consumo de alimentos” (Sonnino, Spayde y 
Ashe, 2016, p. 313). Así, destacamos la importancia del Estado, en diálogo y en 
coconstrucción con la sociedad, para avanzar en la institucionalización de referen-
ciales de políticas públicas que, actuando en diferentes dimensiones, contribuyan 
a una transformación profunda de los sistemas alimentarios actuales hacia siste-
mas alimentarios sostenibles, integrados y resistentes. Los referenciales de soberanía 
y seguridad alimentaria, alimentación ambientalizada e integrador son particular-
mente importantes en este sentido.
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